La prueba documental y su valoración

1.- La Prueba Documental.

La LEC 1/2000, de 7 de enero (LEC), a diferencia de la normativa que deroga, contiene una regulación precisa, detallada y sistemática de la prueba documental, coherente con su consideración de prueba estrella del proceso civil, dada la base predominantemente documental de las relaciones jurídico-privadas. No obstante, y como suele ser habitual cuando se tratan de abarcar todos los aspectos de una determinada cuestión procesal, la regulación no está exenta de polémicas y en ocasiones es un tanto confusa. En este trabajo, por evidentes limitaciones de extensión y formato, no se trata de dar respuesta a todas las cuestiones relacionadas con la prueba documental, sino más bien de exponer de forma sencilla y clara la actual regulación, incidiendo de forma especial en lo relativo a la valoración probatoria, dejando apuntadas algunas soluciones, no de forma militante, por supuesto.



1.1.- Concepto de documento y distinción de figuras afines.

El Diccionario del uso del español “María Moliner” define documento, en su primera acepción, como “testimonio escrito de épocas pasadas que sirve para reconstruir su historia”. La segunda acepción o entrada habla de “escrito que sirve para justificar o acreditar algo”.

Ni las leyes procesales ni las sustantivas civiles recogen una definición “legal” de documento (a diferencia del Código Penal que define documento en su art. 26), por lo que hemos de acudir a la doctrina científica para encontrarla. Siguiendo a Serra Domínguez, podemos distinguir tres posturas: una postura amplia, iniciada por Guasp, que se separa de la noción gramatical, que exige la forma escrita para poder hablar de documento, y considera como tal cualquier objeto físico mueble que pueda ser trasladado a presencia judicial; una postura estricta, entre cuyos defensores podemos citar a Gómez Orbaneja que, en coherencia con el lenguaje y el uso común, exige la forma escrita para poder hablar de documento (siguiendo esta postura, De la Oliva define el documento como aquél objeto material que incorpora la expresión escrita de un pensamiento o acto humano); por último, podemos hablar de una postura intermedia, seguida por Carnelutti que, recogiendo la primera acepción gramatical expuesta, parte de la representatividad como elemento definitorio del documento, considerando como tal todo objeto material representativo de un hecho de interés para el proceso, lo que permitiría considerar como documento los medios e instrumentos de reproducción de la palabra, el sonido y la imagen, así como los instrumentos que permiten archivar y conocer o reproducir palabras, datos, cifras y operaciones matemáticas (cfr. art . 299.2º de la LEC).

Si observamos el articulado de la LEC podemos apreciar como, a pesar de no contener una definición, se inclina por la concepción estricta o tradicional y prueba de ello es que parte de la escritura para poder hablar de documento (vid. arts. 264 y ss de la LEC)  y regula la prueba documental como una prueba distinta  de los referidos medios o instrumentos del art. 299. Además, mientras que la fuerza o eficacia probatoria de los documentos públicos y privados está expresamente recogida en los arts. 317 y ss de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que contiene reglas de prueba legal o tasada, los medios o instrumentos del art. 299.2 se valoraran conforme a las reglas de la sana crítica, tal y como prevén los arts. 382.2 (para los instrumentos de filmación, grabación y semejantes)  y 384.3 (para los instrumentos que permitan archivar, conocer o reproducir datos).  

Una de las peculiaridades de los documentos es que pueden ser contemplados, desde el punto de vista probatorio, que constituye el objeto del presente trabajo, como medio de prueba y como objeto de prueba. Como medio de prueba trata el documento de revelar el contenido intelectual de la escritura, de representar un suceso pasado, referido a un hecho o a un pensamiento que sea relevante para el proceso. Desde esta perspectiva, documento y prueba son la misma cosa, pues el documento es la prueba. Sin embargo, como objeto de prueba, el documento no es la prueba, sino que es objeto de ésta, en cuanto sometido a la misma. Aquí, el documento se somete a otras pruebas, como la pericial caligráfica o el reconocimiento judicial, a fin de indagar sobre el estado y condiciones del documento. Pensemos en un contrato, impugnado por la contraparte, que niega haber estampado su firma en el mismo. Lo lógico es practicar una pericial caligráfica sobre la firma que obra en el documento, con lo que éste es objeto de otra prueba distinta, la pericial, con independencia de que una vez despejada su autenticidad constituya medio de prueba, en cuanto trata de acreditar, de testimoniar, un hecho pasado. 

Otra particularidad de la prueba documental es que se trata de una prueba que no se practica como tal prueba, pues la confección del documento se produce al margen del juzgador que está llamado a valorarlo. En otras palabras, no exige inmediación pues, incorporado el documento al proceso y propuesto y admitido como prueba documental, será objeto de valoración probatoria en sentencia. El documento, como prueba, no se produce ante el juez, al igual que sucede con la prueba pericial, y a diferencia del interrogatorio de partes, de testigos, o del reconocimiento judicial, que sí se practican ante aquél. Podríamos hablar,  en definitiva,  de una especie de prueba preconstituida, pues el documento se confecciona con anterioridad al proceso y al margen del mismo. De hecho, la LEC, en su art. 289.3, prevé que la presentación de documentos (originales o mediante copias auténticas) tendrá lugar ante el Secretario Judicial, mientras que el principio de inmediación se limita (apartado 2 del art. cit.) al interrogatorio de las partes y de los testigos, reconocimientos judiciales, reproducción de palabras, sonidos o imágenes, así como explicaciones de dictámenes periciales.   

Finalmente, no hay que confundir los documentos con los llamados por la jurisprudencia pseudodocumentos, definidos por la  SAP de Madrid núm. 193/2006 (Sección 28), de 14 diciembre, (AC 2007\402)  como: “aquellos instrumentos probatorios que contienen una manifestación o testimonio, pero que acceden al proceso de forma documental, que no tienen el valor probatorio de las pruebas testificales por carecer de las más elementales garantías procesales para otorgárselo, al haberse practicado al margen del proceso, sin los requisitos y solemnidades de la Ley, desprovistos de las precisas garantías procesales exigidas por este medio de prueba, y únicamente tienen el carácter de prueba testifical, si son ratificados en juicio, lo que aquí no sucede.” Típicos son las actas notariales de manifestaciones, respecto a la cuales, no obstante reconocer su naturaleza de documentos públicos, la STS núm. 621/2006 (Sala de lo Civil, Sección 1), de 14 junio, (RJ 2006\3536) señala “el acta notarial de manifestaciones es un elemento probatorio que establece la realidad de que los otorgantes han hecho ante Notario determinadas declaraciones pero no la realidad intrínseca de estas que pueden ser desvirtuadas por prueba en contrario –sentencias de 27 de febrero de 1998 (RJ 1998\968), 20 de diciembre de 1999 (RJ 1999\9202), 21 de mayo de 2001 (RJ 2001\3780), 14 de mayo (RJ 2004\2884) y 25 de noviembre de 2004 (RJ 2004\7557), entre otras muchas–.”  No tienen valor probatorio más allá del reseñado pues, como destaca la STS 13 de abril de 2000 (RJ 2000\2671): “Sin perjuicio de reconocer la aptitud probatoria de las actas notariales para determinadas hipótesis, sin embargo no la tienen para acreditar aquellos hechos cuya demostración puede realizarse en el juicio –período de prueba– con sujeción al principio de contradicción”.  

1.2.- Tipos de documentos. Documentos materiales o de fondo. Documentos procesales. Documentos públicos y privados. Documentos extranjeros. Documentos electrónicos.

Podemos establecer dos clasificaciones atendiendo, en primer lugar, al contenido y, en segundo lugar, a la autoría.

La LEC distingue entre documentos materiales o de fondo y documentos procesales: los primeros, referidos en el art. 265 de la LEC, son aquéllos atinentes al fondo del asunto, pues tratan de acreditar los hechos alegados como base de la pretensión ejercitada; los procesales, recogidos en el art. 264, se refieren al cumplimiento de requisitos y/o presupuestos procesales.   

Dado el objeto de la presente ponencia, únicamente nos interesan los documentos materiales o de fondo ya que tan sólo éstos constituyen medio de prueba. También  se diferencian por su tratamiento procesal, como luego veremos.

Atendiendo a su autoría, los documentos públicos, según el art. 1216 del Código Civil, son  los autorizados por un Notario o empleado público competente con las solemnidades requeridas por la ley. Mientras que la LEC, en su art. 317, enumera los documentos públicos considerando como tales los siguientes: las resoluciones y diligencias de actuaciones judiciales de toda especie y los testimonios de las mismas expedidos por los secretarios judiciales; los autorizados por Notario; certificados de los registradores de la propiedad y mercantiles; y los expedidos por los funcionarios públicos legalmente facultados para dar fe.

De lo anterior se desprenden los tres requisitos que han de concurrir para poder hablar de un documento público:

a) Que esté autorizado o expedido por un funcionario público.

b) Que esté autorizado o expedido en el ejercicio de sus competencias o funciones.

c) Que esté autorizado o expedido cumpliendo todas las formas o solemnidades exigidas por la ley.

Los documentos privados se definen negativamente en la LEC pues, conforme a su art. 324, tienen tal consideración todos aquéllos que no son públicos. No obstante, el art. 1223 del Código Civil, aún vigente, considera como tal la escritura defectuosa por incompetencia de Notario o por otra falta en la forma, y siempre que estuviere firmada por los otorgantes.

También atendiendo a su origen o autoría, podemos hablar de los documentos públicos extranjeros recogidos en el art. 323 de la LEC

“1. A efectos procesales, se considerarán documentos públicos los documentos extranjeros a los que, en virtud de tratados o conventos internacionales o de leyes especiales, haya de atribuírseles la fuerza probatoria prevista en el artículo 319 de esta Ley.

2. Cuando no sea aplicable ningún tratado o convenio internacional ni ley especial, se considerarán documentos públicos los que reúnan los siguientes requisitos:

1º Que en el otorgamiento o confección del documento se hayan observado los requisitos que se exijan en el país donde se hayan otorgado para que el documento haga prueba plena en juicio.

2º Que el documento contenga la legalización o apostilla y los demás requisitos necesarios para su autenticidad en España.

3. Cuando los documentos extranjeros a que se refieren los apartados anteriores de este artículo incorporen declaraciones de voluntad, la existencia de éstas se tendrá por probada, pero su eficacia será la que determinen las normas españolas y extranjeras aplicables en materia de capacidad, objeto y forma de los negocios jurídicos.”

Por último, como consecuencia del avance tecnológico y de la frecuencia cada vez mayor de las transacciones comerciales electrónicas, ha surgido el concepto de documento electrónico que la Ley 59/2003, de 19 diciembre, de la Firma Electrónica (RCL 2003\2975) considera, en su art. 3, como: “la información de cualquier naturaleza en forma electrónica, archivada en un soporte electrónico según un formato determinado y susceptible de identificación y tratamiento diferenciado.”

El documento electrónico, como cualquier otro documento, puede ser, en atención a su origen, público o privado, tal y como se desprende del artículo citado en su apartado sexto, donde dice: “El documento electrónico será soporte de:

a) Documentos públicos, por estar firmados electrónicamente por funcionarios que tengan legalmente atribuida la facultad de dar fe pública, judicial, notarial o administrativa, siempre que actúen en el ámbito de sus competencias con los requisitos exigidos por la Ley en cada caso.

b) Documentos expedidos y firmados electrónicamente por funcionarios o empleados públicos en el ejercicio de sus funciones públicas, conforme a su legislación específica.

c) Documentos privados.” 


Además, la Ley 34/2002, de 11 de julio, por la que se regulan  los servicios de la sociedad de la información y de comercio electrónico (RCL 2002\1744) dispone en su art. 24, relativo a la prueba de los contratos celebrados por vía electrónica, lo siguiente: “La prueba de la celebración de un contrato por vía electrónica y la de las obligaciones que tienen su origen en él se sujetará a las reglas generales del ordenamiento jurídico.

Cuando los contratos celebrados por vía electrónica estén firmados electrónicamente se estará a lo establecido en el artículo 3 de la Ley 59/2003, de 19 de diciembre, de Firma Electrónica.

2. En todo caso, el soporte electrónico en que conste un contrato celebrado por vía electrónica será admisible en juicio como prueba documental.”

1.3.- Aportación e incorporación de documentos al proceso (Incorporación física).

El primer problema que se plantea normalmente el litigante frente a los documentos en el marco de un proceso civil es el relativo a la aportación material de dicho documento, lo que yo he dado en llamar incorporación física, en contraposición al momento de admisión de la prueba o incorporación jurídica. En definitiva, cómo o de qué forma se incorpora a los autos un documento determinado y cuándo debe incorporarse. 

1.3.1.- Forma. 

La LEC distingue de nuevo según se trate de un documento público o privado. El art. 267, en la redacción introducida por la Ley 41/2007, de 7 diciembre, dice “Cuando sean públicos los documentos que hayan de aportarse conforme a lo dispuesto en el artículo 265, podrán presentarse por copia simple, ya sea en soporte papel o, en su caso, en soporte electrónico a través de imagen digitalizada incorporada como anexo que habrá de ir firmado mediante firma electrónica reconocida y, si se impugnara su autenticidad, podrá llevarse a los autos original, copia o certificación del documento con los requisitos necesarios para que surta sus efectos probatorios.” 

Por lo tanto, la regla general es la copia simple y, para el caso de impugnación, la ley faculta para aportar el original, copia o certificación que reúna los requisitos necesarios para hacer prueba debiendo acudir, por tanto, a lo dispuesto en el art. 320 de la LEC que se refiere al cotejo o comprobación de los documentos públicos. 

Sin embargo, tratándose de documentos privados, la ley procesal, en su art. 268, exige el original o copia auténtica, que podrá devolverse a la parte una vez testimoniado en autos si así lo pide. Para el caso de que no se disponga del original o copia auténtica, cabe aportar la copia simple, que surtirá efectos probatorios siempre que no sea cuestionada su conformidad con el original por cualquiera de las partes. No obstante, si el documento privado se encuentra en un archivo, registro o protocolo de carácter público, no basta con acompañar la copia simple, sino que deberá aportarse la copia auténtica o, para el caso de que no se disponga del documento (por que no se tenga acceso al referido registro o por cualquier otra razón) deberá la parte, al menos, designar el archivo, protocolo o registro donde se encuentra. Finalmente, la LEC (art. 265.2, párrafo 2º) establece una presunción de disponibilidad cuando el documento privado obra en un archivo del que se pueden pedir y obtener copias fehacientes.   

1.3.2.- Momento: con los escritos iniciales; aportación en momentos posteriores del proceso; aportación en el juicio verbal. 

-La regla general: con los escritos iniciales o en el acto de la vista en el verbal

Respecto a la cuestión temporal, esto es, cuándo deben aportarse los documentos, la LEC establece como regla general, tanto si hablamos de documentos procesales como materiales o de fondo, que deben aportarse con los escritos iniciales (demanda, contestación, reconvención y contestación a la reconvención) pues así se desprende de los arts. 264, 265 y 266, aplicables tanto al juicio ordinario como al verbal, con la peculiaridad, en este último caso, de que al ser la contestación en forma oral el demandado deberá aportar los documentos en el acto de la vista.  

La cuestión parece estar clara pero surge la siguiente duda: ¿en qué momento de la vista del juicio verbal sin contestación escrita debe el demandado aportar físicamente los documentos que acompañan su contestación? El apartado  4º del art. 266, con evidente laconismo, se limita a decir “en el acto de la vista” pero claro, la vista del verbal, que no está exhaustivamente regulada y debe complementarse con las normas del juicio ordinario y/o generales del art. 185, tiene distintas fases o momentos. En la pregunta formulada al principio parece estar implícita la respuesta y es: tras la contestación en forma oral. Evidentemente, la vista comienza cuando el juez la declara iniciada con la fórmula de estilo correspondiente, y finaliza cuando se declaran los autos vistos para sentencia o pendientes de recibir alguna prueba o similar. En mi opinión, una vez que el demandado ha contestado oralmente a la demanda, exponiendo su alegaciones fácticas y jurídicas, debe aportar la documental de la que disponga, con su copia correspondiente, a fin de dar traslado en ese momento al actor, que ya conoce la contestación y también debe tener noticia de los documentos que la sustentan. 

Sin embargo, es práctica frecuente que el demandado aporte sus documentos en el trámite de proposición de prueba. Quizá mi postura sea un poco rigurosa, pero la juzgo más correcta pues, de no hacerlo así, tales documentos quedarían fuera de la fase de posicionamiento donde se podría proponer prueba sobre su autenticidad (vid. art. 427.1 de la LEC) Frente a esto se puede argumentar  que la ausencia de regulación precisa de las distintas fases o momentos del juicio verbal da a entender que se trata de un acto flexible y que, al fin y a la postre, dado el principio de concentración, no se causa indefensión a la parte actora al tener noticia del documento en el momento procesal de proposición de prueba. Personalmente, y para evitar reparos de excesivo formalismo, es útil o conveniente reclamar de oficio a la parte demandada la aportación de sus documentos tras su contestación oral, y dar traslado de los mismos en ese momento a la parte actora. De haberse hecho ese requerimiento, si la parte demandada pretendiere después, en trámite de proposición de prueba,  aportar un documento, podría rechazarse esta pretensión sin causar indefensión pues ya se le dio la oportunidad de hacerlo habiendo precluido el trámite.


Estas consideraciones sirven para los supuestos en los que sea la parte actora la que pretenda aportar nuevos documentos, posibilidad que, tanto para el verbal como para el ordinario, examinaré a continuación.

- Las excepciones
a) En la audiencia previa el actor podrá aportar nuevos documentos de fondo cuyo interés o relevancia sólo se ponga de manifiesto a consecuencia de las alegaciones vertidas en la contestación (art. 265.3); o cualquiera de las partes en los casos de documentos justificados por las alegaciones complementarias, rectificaciones, peticiones o adiciones y hechos nuevos (art. 426.5). 

- Rebatir la contestación:  Este supuesto suele generar bastante confusión, las más de las veces interesada. Es frecuente en la práctica que la parte actora trate de aprovechar la audiencia previa para aportar documentos que debió de acompañar con su demanda. La ley procesal no prevé esta posibilidad para completar la prueba, ni es un expediente para subsanar eventuales omisiones de documentos relevantes. A mi juicio, tres son los presupuestos de admisión de un documento al amparo del artículo citado: 

a) que se trate de un documento material o de fondo.

b) que tenga interés o relevancia para el objeto del litigio, a la vista de la demanda y de la contestación y, en su caso, reconvención (art. 412.1).

c) que ese interés o relevancia surja como consecuencia de contestación. 

El primer presupuesto no plantea problema de interpretación alguno, pero sí los dos siguientes. Mientras que a la demanda se pueden acompañar documentos que sean irrelevantes o intrascendentes a los fines del objeto del proceso, y no por ello dichos documentos pueden ser rechazados y devueltos a la parte (aunque sólo sea por el hecho de que en el momento procesal de admisión a trámite de la demanda desconocemos la posible relevancia del documento) en la audiencia previa tan solo pueden aportarse documentos trascendentes o relevantes. Es en esta fase cuando el juzgador ya ha debido tomar un completo conocimiento de la cuestión controvertida, con lo que el juicio de relevancia e interés será más ajustado y preciso. Finalmente, no basta que el documento sea de interés, entendido en un sentido objetivo y no meramente subjetivo, sino que es preciso que la importancia del documento, por su relación con el objeto del proceso, surja o aparezca como consecuencia de la contestación. Aquí también hay que hilar muy fino, pues no basta alegar este presupuesto para que el juez lo aprecie, sino que la parte debe esforzarse en justificar cómo el interés por dicho documento surgió o, mejor, sólo pudo surgir o aparecer tras la contestación (por ejemplo, aportación de un documento que trata de desvirtuar la alegación de prescripción de la acción opuesta de contrario como, por ejemplo, un burofax que constituye  un requerimiento extrajudicial de pago pues la prescripción, en cuanto hecho impeditivo, corresponde acreditarla a quien la alega y no puede apreciarse de oficio). 

La  SAP de Asturias de 14 de noviembre de 2006 (Referencia: SP/SENT/100864) entiende que no produce indefensión la aportación en la audiencia previa de un documento desglosando los trabajos incluidos en una factura pro-forma aportada con la demanda; SAP de Asturias de 26 de mayo de 2005 (Referencia: SP/SENT/71079) admite la aportación de documentos en la audiencia previa por parte del actor para desvirtuar la alegación de pago opuesta por la demandada.

- Apoyar alegaciones complementarias, aclaratorias, hechos nuevos etc.: Respecto al supuesto del art. 426.5 de la LEC, ya no se exige un interés o relevancia, sino tan sólo que estén justificados por cuanto traten de apoyar alegaciones complementarias, rectificaciones, peticiones, adiciones y hechos nuevos. Observemos como para saber si nos encontramos en estos supuestos hemos de acudir, por remisión del apartado, a los demás apartados del mismo artículo que tratan de regular cada uno de estos casos. Denominador común de estos casos es que no se cause indefensión a la otra parte ni se altere sustancialmente la causa de pedir. Sin embargo, no existe plena correspondencia, pues el apartado 5 no habla de las alegaciones aclaratorias ni de los hechos de nueva noticia  (distintos de los hechos nuevos que también regula en el apartado 4º). ¿Significa esto que no cabe acompañar documentos justificados por aclaraciones o por hechos de nueva noticia? En mi opinión no, y ello por dos razones: la enumeración que hace el apartado 5º no es taxativa, sino enunciativa, referida a los supuestos más habituales; se trata de una imprecisión, como podría desprenderse del título del artículo cuando textualmente dice: “Presentación de documentos sobre dichos extremos” con lo que está refiriéndose a todos los que contempla el artículo y no únicamente a los expresamente referidos en el apartado 5º.

b) Después de la demanda y contestación y, en su caso, de la audiencia previa, cualquiera de las partes  podrá aportar documentos siempre que sean de fondo o materiales en cualquiera de los casos del  art. 270, pero siempre, eso sí, antes de la vista o juicio. 

1.º- Documentos de fecha posterior a los escritos iniciales o a la audiencia previa, siempre que la parte justifique cumplidamente, dado su carácter excepcional, que no pudo confeccionar  ni obtener el documento con anterioridad a dichos momentos procesales.

2.º- Documentos de fecha anterior a estos momentos procesales, con la misma salvedad de que deberá la parte justificar que no tuvo conocimiento anterior de su existencia. 

3.º-  Documentos que la parte no pudo obtener  con anterioridad a dichos momentos procesales por causa no imputable, siempre que hubiera hecho  la designación del lugar donde se encontraba. En este caso, por remisión al apartado 2º del art. 265, juega la presunción de disponibilidad si el documento obraba en un archivo o protocolo del que se pueden pedir y obtener copias fehacientes.

Respecto a la necesidad de designar el lugar donde se encuentra el documento, existen resoluciones que, en aras a respetar el principio de igualdad de partes, mitigan su rigor formal. Así, la SAP de Baleares de 1 de diciembre de 2006 (Referencia: SP/SENT/110669) entiende procedente la admisión en la audiencia previa de una prueba documental propuesta por la demandada sin haber designado previamente el archivo donde se encontraba, al ser complementaria de otra propuesta en el mismo acto por la actora. Concretamente, la actora solicitó una cédula de habitabilidad de un almacén y la demandada oficio al catastro sobre el inmueble donde aquél se hallaba ubicado.  

c) Después del juicio o vista, que marca el momento de preclusión de la posibilidad de aportación de documentos (art. 271.1) con dos excepciones:

1ª.- La posibilidad de aportar un documento como diligencia final que trate de sustentar o acreditar un hecho nuevo o de nueva noticia (art. 435.1.3ª) y, por lo tanto, antes de que el pleito se declare concluso para sentencia.

2ª.-  Resoluciones judiciales o administrativas dictadas o notificadas en fecha no anterior (con lo que podrán ser de fecha posterior o coetánea) al juicio o vista y siempre que resulten condicionantes o decisivas para resolver el pleito en primera instancia o en trámite de recurso. En este caso, los documentos acreditativos de dichas resoluciones podrán aportarse incluso después de que el pleito quede visto para sentencia. 

Como vemos, en estos dos supuestos absolutamente excepcionales, y en lógica coherencia con tal carácter, la ley exige al juez que haga un juicio de relevancia, mucho más estricto en el segundo supuesto donde habla de documentos condicionantes o decisivos o, lo que es lo mismo, muy relevantes. Este mayor control judicial del presupuesto de admisibilidad viene dado por el momento procesal, una vez practicada la prueba y cuando el juez debe conocer ya la sustancia de lo litigioso.

Finalmente conviene recordar que la limitación del art. 271 alcanzaría, exclusivamente, a los documentos aportados directamente por las partes y no a otros que puedan incorporarse por la colaboración del juzgado a través de exhortos, oficios o mandamientos. 

d) Posibilidad de presentar documentos en segunda instancia conforme a los arts. 272, párrafo 2º y 460.1 de la LEC.

-La aportación de documentos en la vista del juicio verbal 

En cuanto a la posibilidad del demandante de aportar documentos en la vista del juicio verbal, se plantea la especial problemática derivada -como he dicho anteriormente- de la inexistencia de una regulación expresa sobre el particular, a lo que hay que unir el propio y peculiar desarrollo procedimental de este juicio y, especialmente, la posibilidad de iniciarlo por medio de demanda sucinta o impreso normalizado. Aquí voy a distinguir de nuevo entre los documentos procesales y los materiales o de fondo.

1.- Documentos procesales.

El art. 264 dispone: “Con la demanda, la contestación o, en su caso, al comparecer a la vista de juicio verbal, habrán de presentarse:

1º El poder notarial conferido al procurador siempre que éste intervenga y la representación no se otorgue «apud acta».

2º Los documentos que acrediten la representación que el litigante se atribuya.

3º Los documentos o dictámenes que acrediten el valor de la cosa litigiosa, a efectos de competencia y procedimiento. 

Hay quien entiende, como Montero Aroca, que el actor puede aportar en la vista los documentos procesales, pero lo cierto es que cuando la ley permite aportar tales documentos “en su caso” en la vista del juicio verbal, se está refiriendo única y exclusivamente al demandado, en coherencia con lo dispuesto en el apartado 4º del artículo siguiente respecto a los documentos materiales o de fondo. 

2.- Documentos materiales. 

1.- Documentos complementarios, accesorios y los que apoyen los demás supuestos del art. 426, plenamente aplicable al juicio verbal.

2.- Documentos relativos a la prueba de hechos nuevos  o de nueva noticia amparándonos en el art. 286, ubicado dentro de las disposiciones comunes a los juicios declarativos.

3.- Documentos que traten de desvirtuar lo alegado de contrario (art. 265.3 de la LEC). Dado que la contestación en el verbal tiene lugar en el propio acto de la vista, cabe que el actor venga a la misma provisto de aquellos documentos que pudieran ser de interés o relevancia para rebatir los argumentos de la contestación. No obstante, dado que la contestación puede suponer una sorpresa para el actor, y puesto que no se le puede pedir a éste que venga pertrechado con todos y cada uno de los documentos que pudieran ser necesarios, se han barajado diversas posibilidades desde el punto de vista doctrinal. Así, cabría interrumpir la vista al amparo de una interpretación amplia y extensiva de la causa de prevista en el apartado 2º del art. 193 de la LEC, ya que se trataría de una actuación probatoria (el documento) que habría de producirse fuera de la sede del tribunal (pues el documento debería obtenerse fuera del lugar del juicio) Esta posibilidad también podría aplicarse al caso previsto en el art. 265.2.1 cuando es el demandado el que señala el archivo, expediente o protocolo donde se encuentra el documento, o bien cuando solicita la exhibición de un documento del que no dispone sino que se haya en poder de la otra parte o de terceros (arts. 328 y 330).

4.- Documentos que traten de fundamentar su derecho a la desestimación de la reconvención. Así, a diferencia del juicio ordinario, donde el actor contesta por escrito a la reconvención debiendo en ese momento aportar sus documentos (art. 407.2 y 265.1) en el verbal, el actor contesta en la propia vista, debiendo en dicho momento procesal aportar los documentos que apoyen su contestación.

5.- Documentos relativos al fondo del asunto cuando se trata de un juicio verbal derivado de un monitorio pues al acreedor solo le es exigible aportar con la petición inicial algunos de los documentos privilegiados del art. 812.2 o los previstos en el apartado 1 del mismo artículo que constituyan, a juicio del tribunal, un principio de prueba del derecho del peticionario. 

Podría igualmente plantearse si esta posibilidad cabe aplicarla al juicio cambiario. En una Consulta de Sepin de enero de 2008 (Referencia: SP/CONS/58132) después de sostener que en este juicio el deudor es demandante de oposición, asumiendo este papel a todos los efectos procesales, siendo de aplicación las reglas generales, concluye que el acreedor-demandado puede aportar en la vista todos los documentos que tratan de rebatir las alegaciones de la demanda de oposición. 

6.- Documentos que se puedan aportar a los efectos de justificar la ilicitud de alguna prueba por violación de derechos fundamentales (art. 287.1 de la LEC). 

- Demanda sucinta o en impreso normalizado. 

 La pregunta es si las reglas en materia de aportación de documentos son aplicables a los juicios verbales iniciados mediante este tipo de demandas. La respuesta es sí, pues una cosa es que la demanda sea sucinta o breve, en cuanto que exponga de manera resumida los hechos y la concreta pretensión (vid. art. 437) y otra es que no deban acompañar los documentos que sustenten el petitum. Tratándose de demandas mediante impreso normalizado, además, los modelos incluyen siempre una referencia a los documentos que se acompañan o que deben acompañarse (casos del art. 21 de la LPH). Sin embargo, tampoco hay que ser demasiado rigurosos cuando, como es frecuente en este tipo de demandas, los justiciables acuden sin asistencia profesional o técnica, cuidando siempre de que no se cause efectiva indefensión a la otra parte. En suma, considero que hay que interpretar flexiblemente las normas sobre la aportación  de documentos en este tipo de procesos, acudiendo al requerimiento de subsanación en caso necesario (incluso antes de resolver sobre la admisión de la demanda) y salvo que sean, lógicamente, condición de admisibilidad. 

1.3.3.- Especial referencia a la antigua (y ¿vigente?) distinción entre documentos fundamentales y no fundamentales. 

El art. 504 de la LEC de 1881 aludía a la necesidad de acompañar "a toda demanda o contestación el documento o documentos en que la parte interesada funde su derecho" No obstante, su rigor formal fue atemperado por la jurisprudencia del Tribunal Supremo que distinguió, a los efectos establecidos en el precepto citado, entre documentos fundamentales, que necesariamente habían de acompañarse a la demanda, salvo las excepciones del art. 506 de la misma Ley, y los documentos no fundamentales, para los que regía el principio de libre aportación. Como reflejo de esta doctrina podemos citar la STS núm. 932/1994, de 24 octubre (RJ 1994\7681) que señala: “los documentos comprendidos en el artículo 504, como de aportación inicial, son los que generan la «causa petendi» invocada, es decir los verdaderamente fundamentales [Sentencias de 3 abril 1954 (RJ 1954\1011) y 2 julio y 9 diciembre 1960 (RJ 1960\2616 y RJ 1960\4110)], pero quedan al margen de tal exigencia de aportación «in limine litis» los carentes de dicha finalidad inmediata que se dirigen a desvirtuar la oposición del adversario [Sentencia de 31 octubre 1963 (RJ 1963\4339), además de las citadas)» y en análogos términos se pronuncia la de 16 julio 1991 (RJ 1991\5389)] al decir que «la jurisprudencia distingue entre los documentos básicos de la pretensión, que fundamentan la causa de pedir, y aquellos otros complementarios, accesorios o auxiliares, encaminados a integrar el proceso probatorio o a combatir las alegaciones de contrario, siendo de aplicación sólo a los primeros el criterio rigorista de los artículos 504 y 506 de la LEC, entendiendo la jurisprudencia que para los segundos rige el principio de libre aportación a través de los escritos de réplica y dúplica, o en período probatorio»”. 

Conforme a dicha jurisprudencia son documentos fundamentales aquellos documentos que constituyen la base de la pretensión o que fundamentan la causa de pedir, frente a los cuales se encuentran aquellos otros desprovistos de tal significación y que se encaminan a combatir las alegaciones del adversario, a desvirtuar excepciones procesales o simplemente se tratan de documentos complementarios, accesorios o auxiliares.

Dado que el actual precepto 265.1 contiene una redacción prácticamente idéntica, se sostiene por un sector de la doctrina que continua en vigor la distinción con la actual LEC. (De la Oliva,  Montero Aroca) 

Sin embargo, en contra de la vigencia de esta jurisprudencia cabe destacar los siguientes argumentos:

1.°) El art. 265.3. recoge precisamente uno de los supuestos tradicionalmente considerados por la jurisprudencia del Tribunal Supremo como documentos para los que regía el principio de libre aportación, como son los documentos relativos al fondo "cuyo interés o relevancia sólo se ponga de manifiesto a consecuencia de las alegaciones efectuadas por el demandado en la contestación a la demanda". Carece de sentido, por tanto, que no haya recogido la misma doctrina respecto a los documentos fundamentales o no fundamentales, prueba de que ya no está vigente porque la ley, por omisión, ha rechazado darle cobertura legal como, por el contrario, si ha hecho con algún caso especial como el señalado.      

2.°)  El art. 270 regula los supuestos tasados de documentos que pueden presentarse después de la demanda y contestación o, cuando proceda, de la audiencia previa al juicio, refiriéndose genéricamente a los "documentos relativos al fondo del asunto" sin distinguir entre fundamentales o no fundamentales.

3.°) La nueva LEC regula de forma precisa, detallada y completa la aportación de documentos, por lo que no es necesario recurrir a una doctrina jurisprudencial que vendría justificada por la escueta regulación de la vieja LEC. 

4.º) La inseguridad jurídica que genera la distinción pues no siempre es fácil delimitar, sobre todo durante la tramitación del proceso y antes de la audiencia previa, qué documentos merecen la consideración de no fundamentales.

1.3.4.- Consecuencias de la aportación de los documentos fuera de los momentos legalmente previstos. 

- Inadmisión (arts. 266, 439.2.3º y 4).

Hay determinados documentos cuya falta de aportación con la demanda inicial acarrea esta grave consecuencia, en la medida en que impide el derecho de acceso al proceso de una determinada pretensión. Dado que este derecho al proceso forma parte del derecho a la tutela judicial efectiva, consagrado en el art. 24 de la Constitución Española, la inadmisión como consecuencia sólo puede ser de aplicación cuando esté expresamente prevista en el ordenamiento jurídico. La normativa procesal es coherente con este principio y así el art. 403 de la LEC establece la regla de que las demandas sólo se inadmitirán en los casos y por las causas expresamente previstas en las leyes (un precepto similar se contiene en el juicio verbal, art. 439.5). 

El art. 269.2 prevé expresamente que no se admitirán las demandadas a las que no se acompañen los documentos a los que se refiere el art. 266, el cual a su vez dispone: 

“Se habrán de acompañar a la demanda:

1º Las certificaciones y testimonios que acrediten haber terminado el proceso y haberse en él reclamado o recurrido cuando se interponga demanda de responsabilidad civil contra Jueces y Magistrados por daños y perjuicios causados en el ejercicio de sus funciones, con dolo, culpa o ignorancia inexcusable.

2º Los documentos que justifiquen cumplidamente el título en cuya virtud se piden alimentos, cuando éste sea el objeto de la demanda.

3º Los documentos que constituyan un principio de prueba del título en que se funden las demandas de retracto y, cuando la consignación del precio se exija por ley o por contrato, el documento que acredite haber consignado, si fuere conocido, el precio de la cosa objeto de retracto o haberse constituido caución que garantice la consignación en cuanto el precio se conociere.

4º El documento en que conste fehacientemente la sucesión «mortis causa» en favor del demandante, así como la relación de los testigos que puedan declarar sobre la ausencia de poseedor a título de dueño o usufructuario, cuando se pretenda que el tribunal ponga al demandante en posesión de unos bienes que se afirme haber adquirido en virtud de aquella sucesión.

5º Aquellos otros documentos que esta u otra Ley exija expresamente para la admisión de la demanda.”

Al amparo de la remisión que hace el ordinal 5º a lo dispuesto en esta o en otra ley, podemos señalar los siguientes casos:

· A las demandas dirigidas a garantizar la efectividad de derechos reales inscritos deberá acompañarse certificación literal del registro de la Propiedad que acredite la vigencia del asiento. (art. 439.2.3º).

· A las demandas sobre contratos inscritos en el registro de venta a plazos de bienes muebles y formalizados en modelo oficial, deberán acompañarse acreditación del requerimiento de pago, con diligencia expresiva del impago y de la no entrega del bien en los términos establecidos en la ley, así como certificación de la inscripción del bien en el registro. (art. 439.4).

· A las demandas de tercería de dominio (art. 595.3) y de mejor derecho (art. 614.1).

En otros casos, la LEC establece la obligatoriedad de acompañar determinados documentos a la demanda, sin establecer consecuencia alguna en caso de falta de aportación:

· Los arts. 770 y 777 exigen acompañar a la demanda de divorcio o separación contenciosa o consensuada, certificación de la inscripción del matrimonio, así como del nacimiento de los hijos y propuesta de convenio regulador en su caso.

· A la petición inicial del proceso monitorio deberá acompañarse alguno de los documentos exigidos en el art. 812, y al cambiario letra de cambio cheque o pagaré que reúna los requisitos legales. En el caso de monitorios al amparo de la Ley de Propiedad Horizontal, su art. 21.2 exige certificación del acuerdo de la Junta aprobando la liquidación de deuda con el visto bueno del Presidente.

· El art. 782.2  exige acompañar a la solicitud de división judicial de la herencia certificado de defunción del causante.

 Por tanto, los documentos son exigidos expresamente como presupuesto de admisión de la demanda (arts. 266, 439.2.3º y 595.3 y 614.1), y en otros casos pueden llegar a serlo (arts. 770 y 777, 782.2, 812 y 819) si no se aportan tras el oportuno requerimiento.

Cabe preguntarse si, en el primer supuesto (documentos condición de admisibilidad), es legalmente exigible el requerimiento de subsanación al amparo del art. 231 de la LEC. En puridad no sería necesario, pero considero que hay que estar al caso concreto, sobre todo dadas las graves consecuencias que podría acarrear la inadmisión de la demanda. A mi juicio, como regla general debe darse posibilidad de subsanación, salvo que de la demanda se deduzca de forma clara e inequívoca la ausencia de voluntad de cumplir con el requisito procesal. 

En los demás casos, cuando el documento no se configura de forma expresa como requisito de admisión, resulta evidente que debe darse plazo para subsanar la omisión del documento, con la misma salvedad anteriormente señalada.

Si el requerimiento de subsanación no fuera atendido de forma satisfactoria, la consecuencia, en cualquiera de los casos, sería la inadmisión de la demanda.

Un caso peculiar lo constituye el justificante del pago de la tasa que determinadas personas jurídicas deben abonar para acceder a la jurisdicción al amparo de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre. Esta ley, en su art. 35.7.2, prevé que el justificante deberá acompañarse a todo escrito procesal (como una demanda) sin el cual “el secretario judicial no dará curso al mismo, salvo que la omisión fuere subsanada en un plazo de diez días”.  El art. 6 de la Orden del Ministerio de Economía y Hacienda 661/03, de 24 de marzo, al referirse a los efectos de la falta de liquidación, prevé que el Secretario comunique esta circunstancia en el plazo de cinco días a la Delegación de la Agencia Tributaria con la finalidad de que esta Delegación efectúe de oficio la liquidación.

La mayoría de las audiencias se inclinan por considerar que el justificante del pago de la tasa no es requisito admisibilidad de la demanda. Así lo razona el  auto  de la Audiencia Provincial núm. 50/2004 de Barcelona (Sección 17), de 29 marzo (JUR 2004\154819) La Audiencia Provincial de Madrid, en reunión de 26 de septiembre de 2006 para unificación de criterios de las secciones civiles, acordó: “En caso de impago de la tasa judicial debe ordenarse que continúe la tramitación, dando cuenta del impago a la Hacienda Pública.” 

- Preclusión y devolución sin posibilidad de recurso (arts. 269 y 272). 

  El art. 269 dispone en su primer apartado: “Cuando con la demanda, la contestación o, en su caso, en la audiencia previa al juicio, no se presentara alguno de los documentos, medios, instrumentos, dictámenes e informes que, según los preceptos de esta Ley, han de aportarse en esos momentos o no se designara el lugar en que el documento se encuentre, si no se dispusiese de él, no podrá ya la parte presentar el documento posteriormente, ni solicitar que se traiga a los autos, excepto en los casos previstos en el artículo siguiente.”

A su vez, el art. 272 establece que el tribunal, de oficio o a instancia de parte,  inadmitirá el documento extemporáneo mediante providencia mandando devolverlo a quien lo hubiere presentado. En consecuencia, ningún rastro deberá quedar en los autos de dicho documento. Además, contra la providencia de inadmisión no cabe recurso alguno, sin perjuicio de la posibilidad de alegar contra la inadmisión en la segunda instancia.          

1.4.- Colaboración de las partes en la obtención de documentos. 

Cabe que un documento que la parte pretende aportar no se halle a su disposición. En tal caso deberá, al menos, designar el lugar donde se encuentra (art. 265.2 de la LEC) Pero si el documento en cuestión lo tiene la otra parte, la ley le concede la posibilidad a la contraria de solicitárselo. El art. 328 así lo establece al disponer, con la rúbrica “Deber de exhibición documental entre partes” lo siguiente: 

“1. Cada parte podrá solicitar de las demás la exhibición de documentos que no se hallen a disposición de ella y que se refieran al objeto del proceso o a la eficacia de los medios de prueba.

2. A la solicitud de exhibición deberá acompañarse copia simple del documento y, si no existiere o no se dispusiere de ella, se indicará en los términos más exactos posibles el contenido de aquél.

3. En los procesos seguidos por infracción de un derecho de propiedad industrial o de un derecho de propiedad intelectual, cometida a escala comercial, la solicitud de exhibición podrá extenderse, en particular, a los documentos bancarios, financieros, comerciales o aduaneros producidos en un determinado período de tiempo y que se presuman en poder del demandado. La solicitud deberá acompañarse de un principio de prueba que podrá consistir en la presentación de una muestra de los ejemplares, mercancías o productos en los que se hubiere materializado la infracción. A instancia de cualquier interesado, el tribunal podrá atribuir carácter reservado a las actuaciones, para garantizar la protección de los datos e información que tuvieran carácter confidencial.” (apartado 3º añadido por art. 1.8 de Ley núm. 19/2006, de 5 junio (RCL 2006, 1141).

El inconveniente principal de este artículo es que guarda silencio sobre el momento procesal para solicitar la exhibición de los documentos en poder de la contraparte. 

Siguiendo a Bonet Navarro, en una primera aproximación, y partiendo del propio artículo, parece que si el documento es necesario por guardar relación con el objeto del proceso,  y dado que este queda fijado con los escritos iniciales (demanda, contestación, reconvención y contestación a la reconvención) la necesidad surge antes de la audiencia previa, y debe efectuarse la solicitud con anterioridad, para así conseguir que dicho documento quede incorporado a las actuaciones en el momento de la audiencia y  puedan las partes pronunciarse sobre el mismo (art. 427). Si, por el contrario, se refiere a la eficacia de los medios de prueba (esto es, cuando a la hora de practicar una prueba debe partirse, bien principal, bien accesoriamente, del documento en cuestión) y dado que la prueba se propone en la audiencia, la necesidad puede surgir en dicho momento. Esto, lógicamente, aplicado al verbal, puede suponer el fracaso de la vista.

Por lo tanto, la regla debería ser la de efectuar la solicitud tan pronto como surja la necesidad del documento:

1.- En los escritos iniciales, si hace referencia a la tutela pretendida.

2- En la audiencia previa, si guarda relación con alegaciones complementarias y/o aclaratorias o se refiere a hechos nuevos (art. 426.4).

3.- En el escrito de ampliación de hechos (art. 286)

4.- Si se refieren a la eficacia de los medios de prueba y salvo que se trate de documentos relativos al fondo del asunto (en cuyo caso debieron solicitar su exhibición en los escritos iniciales) cuando se proponga la prueba o se practique la misma. 

Un caso particular se produce en el juicio verbal (vid. Consulta  febrero 2008 de Sepin, Referencia: SP/CONS/59167) pues la LEC ordena que la prueba sea propuesta y practicada en el propio acto de la vista, al contrario que en el juicio ordinario en el que ambos actos se realizan en fases procesales distintas (audiencia previa y juicio o vista, respectivamente).

Por lo tanto, si el requerimiento se realizara en el acto del juicio y la contraparte no trajera el documento en cuestión, abocaría necesariamente a su suspensión. No obstante, el art. 440 (en relación con el 265.4) impone a las partes el deber de comparecer en la vista con los medios de prueba de que intenten valerse, por lo que es evidente que, cuando dicho medio de prueba consista en una documental que obra en poder de la otra parte, aquél que pretenda emplearla deberá dirigir escrito al juzgado solicitando su exhibición puesto que su aportación al proceso no depende de él. El actor podrá hacerlo en la demanda, de manera que el juzgado, al admitirla y citar a juicio, requerirá a la demandada para que aporte al acto de la vista la documental requerida. Si no lo hace así, o en el caso de que sea el demandado el que requiera de la demandante una determinada documental, algún autor como Montero Aroca propone dos soluciones: acudir a la aplicación analógica de la prueba anticipada (vid. art. 293 de la LEC); aplicar el régimen del art. 440.1, solicitando la documental en los tres días siguientes a la recepción de la citación para la vista. Esto, además, parece más coherente con el sistema procesal de práctica de la prueba que pretende que la exhibición de los documentos por la parte contraria se produzca en el mismo acto de la vista del juicio verbal, siendo el principio de unidad el que rige en esta materia conforme al art. 290. Lo cual, empero, no obsta a que quien solicita la exhibición documental de la contraria pida que dichos documentos estén a su disposición antes del acto de la vista, para así poder estudiarlos con más tiempo a fin de evitar la indefensión. 

A modo de conclusión, el silencio del artículo y su indudable trascendencia constitucional desde la óptica del derecho a la tutela judicial efectiva y a utilizar todos los medios de prueba pertinentes para la defensa (art. 24 de la Constitución Española) debe llevarnos a interpretarlo de manera que prevalezca el derecho fundamental y en el sentido más favorable a su eficacia. Así las cosas, lo razonable es estar al caso concreto. Tratándose de juicio ordinario, si el documento se solicita en la audiencia previa, no plantearía problema alguno hacer el requerimiento en el acto para que el documento se incorporase a los autos antes del juicio, sin que se cause ningún tipo de indefensión ya que el referido documento, que obra en poder de la otra parte, es plenamente conocido por ésta. En el juicio verbal, dado el principio de concentración y de unidad de acto, lo conveniente sería solicitarlo antes de la vista y con suficiente antelación. La actora podría solicitarlo en su demanda o posteriormente, dentro de los tres días siguientes a la citación para la vista, aplicando analógicamente el art. 440.1 párrafo 3º de la LEC previsto para las partes y los testigos dada la identidad de razón, que no es otra que la necesidad de colaboración del tribunal en las actuaciones de prueba. El demandado también debería solicitarlo en este momento, por idénticas razones, a fin de evitar el fracaso de la vista. 

Lo anterior, además, enlaza con las consecuencias de la negativa a la exhibición. Así, el apartado 1º del art. 329 permite dar valor probatorio a la copia simple del documento o a la versión del mismo que ofrezca el solicitante. El apartado 2º, sin embargo, permite al juez dejar de lado esta posibilidad (apartarla) y formular requerimiento de exhibición, requerimiento cuyo incumplimiento no está sancionado expresamente, pero que cabe pensar que podrá dar lugar a la comisión de un delito de desobediencia. El problema surge por cuanto la dicción literal del precepto parece indicar que, si se formula el requerimiento, no cabe atribuir valor probatorio a la copia simple o a la versión que dé el solicitante del documento en cuestión. 

Considero que, sin perjuicio de la posibilidad de aplicar las reglas de la facilidad y de la disponibilidad probatorias (art. 217.6) la interpretación del art. 329 en relación con el art. 328 debe hacerse de forma más favorable a la efectividad del derecho fundamental a la prueba del art. 24 de la Constitución Española. En consecuencia, carece de sentido que el requerimiento prive al juez de la posibilidad de sancionar el incumplimiento de un “deber” con la atribución del valor probatorio. 

A mi juicio el precepto contempla dos situaciones distintas: en el primer caso, el juez se limita a dar traslado a la parte de la solicitud de la contraria, y sanciona la negativa injustificada a tal solicitud con la consecuencia determinada en el apartado 1º; en el segundo caso, el juez se implica activamente pues, dando un paso más, convierte la solicitud en requerimiento judicial, que es algo cualitativamente distinto. Al ser un requerimiento judicial (orden expresa, clara, terminante y legítima) su incumplimiento llevaría aparejada la desobediencia sancionable penalmente, pero no la sanción civil que debería ser la posibilidad de atribuir valor probatorio. No creo que exista inconveniente alguno en considerar que, cuando la ley dice: “en lugar de lo que en dicho apartado se dispone”, quiera eso significar que el requerimiento impide esta posibilidad desde ese momento y en adelante, sino que, en un sentido lógico, el requerimiento impide “a limine” esa posible consecuencia, pero no implica que la excluya definitivamente. Puede parecer algo alambicada la interpretación pero, desde el punto de vista constitucional, la creo sostenible, a diferencia de la posible entrada y registro para hacerse con el documento en cuestión que examinaré a continuación. 

Así, a pesar de que el precepto no lo recoge expresamente, un sector de la doctrina (Montero Aroca o Muñoz Sabaté) lo juzga posible en el supuesto de que el requerimiento fuera desatendido, y ello por aplicación analógica del art. 261.2 de la LEC en sede de diligencias preliminares.

En contra se pronuncian otros autores, como Sacristán Represa o Suárez Robledano, aludiendo a la falta de previsión legal y a la imposibilidad de acudir a la analogía y a la interpretación extensiva cuando se ven afectados derechos fundamentales como la inviolabilidad del domicilio. 

Personalmente estoy en contra de esta posibilidad por las siguientes razones:

1.- Falta de previsión legal expresa, exigible cuando de afectar a un derecho fundamental se trata.

2.- La analogía con las diligencias preliminares no es admisible por la misma razón expuesta y más aun por cuanto considero que no existe analogía (identidad de razón) entre los dos supuestos: si el documento que se halla en poder de la otra parte es imprescindible o necesario, la parte debió haber solicitado su exhibición como diligencia preliminar, que precisamente tienen por objeto preparar un juicio, mientras que el requerimiento de un documento tiene por objeto facilitar la prueba a la parte solicitante. 

3.- Además, mientras que las diligencias preliminares son números clausus, la entrada y registro al amparo del art. 328 tendría potencialmente por objeto conseguir la exhibición de cualquier documento referido al objeto del proceso o a la eficacia de los medios de prueba. Así, mediante la entrada y registro prevista en las diligencias preliminares se puede lograr la exhibición de títulos y documentos ( vid. 261.2º, excluyendo las cosas, que no son documentos) que, por remisión al art. 256, tienen que ser necesariamente alguno de los siguientes: documentos que contengan el acto de última voluntad del causante, de la sociedad o comunidad, contrato de seguro, otros documentos que prevean expresamente las leyes especiales.  Quiere esto decir que el alcance de la entrada y registro como diligencia preliminar será siempre más limitado que en sede del art. 328, lo cual carece de sentido cuando se habla de analogía, que además afecta a un derecho fundamental, y por lo tanto siempre deberá ser interpretada restrictivamente. En definitiva, que mediante la aplicación analógica no cabe extender el alcance de la medida más allá del previsto en la norma de cobertura. 

4.- La entrada y registro domiciliario, como toda medida que afecta a un derecho fundamental, requiere una resolución judicial motivada que debe respetar el principio de subsidiariedad, en el sentido de que no quepa otra medida menos gravosa para lograr el fin pretendido. En el caso presente, como ya expuse, en el caso de negativa injustificada con requerimiento posterior desatendido, el efecto pretendido se podría lograr atribuyendo eficacia probatoria a la copia simple o a la versión del documento dada por el solicitante, lo cual no requiere forzar tanto las normas y no compromete derecho fundamental alguno.

1.5.- Proposición de la prueba documental. (Incorporación jurídica)

La prueba documental, como cualquier otra prueba, debe proponerse en el momento procesal legalmente previsto que, tratándose del ordinario, es la audiencia previa (art. 429) y en el caso del juicio verbal, el acto de la vista (art. 443.4) No obstante, la peculiaridad de la documental es que, como regla general, ya obra en los autos antes de su proposición. De ahí  el empleo de la formula “por reproducida”, que frecuentemente se utiliza para solicitar la admisión como prueba documental de documentos ya incorporados a las actuaciones; a diferencia de cuando se solicita como prueba una documental que no obra unida al procedimiento, caso en el que la práctica forense habitualmente emplea la formula “más documental”. 

La fase de proposición de prueba cabría llamarla de incorporación jurídica, en la medida en que habitualmente un documento ya aportado, al ser propuesto como tal prueba y admitido por el juez, queda incorporado jurídicamente como prueba documental. 

La distinción entre la incorporación material o física y la incorporación jurídica se aprecia con nitidez en lo relativo a la admisión del documento. Así, cuando se presenta de forma injustificada un documento fuera de los momentos procesales legalmente establecidos, el art. 272, ya examinado, prevé que el juez, de oficio o a instancia de parte, lo inadmitirá como tal documento y lo devolverá a la parte, sin posibilidad de recurso alguno. Sin embargo, frente a la resolución del juez sobre la admisión o inadmisión de la prueba documental cabe articular los recursos establecidos con carácter general: para todos los juicios declarativos a excepción del verbal,  reposición y protesta (art. 285); y para el verbal, en los casos de inadmisión o contra la admisión de las obtenidas con violación de derechos fundamentales, únicamente protesta (art. 446) . De lo anterior cabría deducir que, ante el silencio de la ley procesal en el verbal respecto a los recursos contra la admisión de pruebas, o contra la inadmisión de las denunciadas como obtenidas con vulneración de los derechos fundamentales, es admisible la reposición y ulterior protesta, y ello por el silencio del artículo citado y por la remisión general que hace el art. 445 en materia de prueba a lo dispuesto para los procesos declarativos. 

Llegados a este punto, podemos plantearnos la siguiente duda: ¿cabe solicitar documental con anterioridad a la vista en el juicio verbal?.  No creo que haya inconveniente (en el propio auto de admisión se podrían librar los oficios) si bien se debe ser prudente puesto que, si lo pide el actor, el juicio de pertinencia no puede ser completo ya que no ha habido todavía contestación y el núcleo de la controversia no es conocido. Si lo pide el demandado, quien ni siquiera ha contestado, hay que ser más prudente aun pero la posibilidad no puede ser excluida ya que, en otro caso, abocaría a la interrupción de la vista (vid. art 193.1.2º)  La base legal algunos autores la encuentran en una interpretación amplia del art.  440.1.3, si bien yo lo encuentro demasiado forzado.

En definitiva, el legislador ha configurado el juicio verbal como un proceso ágil, que debe desarrollarse en unidad de acto y que se inspira en el principio de concentración, y por ello deben permitirse todas aquellas actuaciones que coadyuven a que la vista puede concluir con éxito en una sola sesión, permitiendo a las partes solicitar al libramiento de oficios, exhortos o mandamientos que tengan por objeto obtener una determinada documental para el acto de la vista, al igual que cuando dicha documental obra en poder de la otra parte o de terceros.
1.6.- La prueba documental y la facultad o deber del art. 429.1 párrafo 2º de la LEC.

El art. 429 con la rúbrica “Proposición y admisión de la prueba. Señalamiento del juicio” establece:

“1. Si no hubiese acuerdo de las partes para finalizar el litigio ni existiera conformidad sobre los hechos, la audiencia proseguirá para la proposición y admisión de la prueba.

Cuando el tribunal considere que las pruebas propuestas por las partes pudieran resultar insuficientes para el esclarecimiento de los hechos controvertidos lo pondrá de manifiesto a las partes indicando el hecho o hechos que, a su juicio, podrían verse afectados por la insuficiencia probatoria. Al efectuar esta manifestación, el tribunal, ciñéndose a los elementos probatorios cuya existencia resulte de los autos, podrá señalar también la prueba o pruebas cuya práctica considere conveniente.

En el caso a que se refiere el párrafo anterior, las partes podrán completar o modificar sus proposiciones de prueba a la vista de lo manifestado por el tribunal.”

La primera cuestión que plantea el artículo es su naturaleza jurídica: ¿es un deber o una facultad?.

 
El artículo emplea términos imperativos “lo pondrá de manifiesto a las partes”. Sin embargo, emplea el potestativo “podrá” cuando se refiere a las concretas pruebas que podrían resultar convenientes y que el juez puede o debe sugerir. 

Acogiéndonos a la literalidad del precepto, para el juez es un deber advertir la insuficiencia probatoria y una facultad indicar las pruebas concretas “convenientes” (lenguaje extrajurídico, cuando la ley emplea con precisión términos como pertinencia y utilidad). Pues bien, también considero que, en cuanto a la prueba o pruebas convenientes, aunque el precepto emplee términos facultativos (podrá) el juez estaría obligado a señalar las pruebas que estime convenientes siempre que se dé el supuesto de hecho de la norma, pues facultad no es arbitrariedad. 


La doctrina, sin embargo, no parece distinguir entre los dos planos (advertencia de insuficiencia y pruebas convenientes) y la mayoritaria entiende que es una facultad judicial, como Barona Vilar y Martín Ostos, y lo mismo la jurisprudencia. Podríamos distinguir así entre una facultad de advertencia (insuficiencia probatoria) y una facultad de sugerencia (pruebas convenientes).

Los tribunales se hallan divididos: La SAP de Ciudad Real, de 28 de mayo de 2002, (RJ 2002\178917) sostiene su carácter imperativo pero matiza su alcance al señalar ”.viene referido a una carencia objetiva y absoluta de prueba sobre un hecho afirmado por una de las partes, que a su vez, sea preciso establecer para resolver el pleito. No abarca por tanto la mayor o menor convicción que un determinado medio de prueba pueda representar a priori, ni desde luego es excusa para el litigante que nada hace para levantar la carga de alegar y probar que sobre el pesa» y además, la sentencia reconoce que el deber es de menor intensidad en lo que se refiere a la prueba conveniente para mitigar la insuficiencia probatoria, concretamente señala: “y esto ya no es un deber con la misma intensidad que el anterior, en cuanto la norma contenida en el segundo inciso del precepto, cuyo destinatario es el Juez, está redactada en sentido potestativo el Juez puede señalar la prueba o pruebas cuya práctica considere conveniente” Concluye que las consecuencias son distintas según estemos ante la insuficiencia probatoria (nulidad) o ante la indicación de la prueba conveniente (donde la nulidad es discutible). 

La SAP de La Rioja, de 31 de enero de 2005 (RJ 2005\94202), se inclina por su carácter potestativo, a modo de facultad del juzgador al decir: “la facultad que establece el artículo 429-1 de la Ley Procesal Civil no puede servir para la subsanación de la inexistencia de pruebas o de las propuestas inadecuadamente por las partes, por no ajustarse a lo establecido en la LEC. Dicho precepto debe enmarcarse en sus justos límites que resultan de la interpretación sistemática respecto de toda la normativa de prueba en el proceso civil, y sin olvidar que la facultad admonitoria del Juez es potestativa, así como la expresión «podrá» del inciso segundo de dicho artículo igualmente confirma”

La SAP de Burgos, Sección 2ª, núm. 408/2002, de 23 de julio (JUR 2002\233618)  rechaza la existencia de una obligación de juez de prever el resultado de la prueba (juez adivino) y alerta contra el riesgo de pérdida de la imparcialidad : «Desde un punto de vista muy general, ha de partirse de que la interpretación del artículo 429.1 de la Ley 1/2000, de 7 de enero (RCL 2000\34, 962 y RCL 2001, 1892), de Enjuiciamiento Civil, no puede hacerse en los términos que pretende la parte recurrente. La tesis de la apelante no sólo dejaría sin efecto, de hecho, la aplicabilidad de otro precepto del mismo Texto Legal, cual es la regla de la carga de la prueba, pues parece inferirse del recurso la tesis de que es obligación del Juzgador prever que no queden hechos sin acreditar, lo que no deja de ser ciertamente inimaginable, pues el Juez no sabe cuál va a ser el resultado de las pruebas, sino que, desde una perspectiva general, debe ser dicho precepto aplicado con singular cuidado, pues una aplicación inmeditada del mismo puede conducir a la quiebra del más elemental principio de la imparcialidad judicial, ya que indicar sin más y como pretende la parte apelante qué hechos pudieran resultar no acreditados y las pruebas necesarias para que ello no suceda, si bien pueden favorecer a una de las partes, sin duda cabe que perjudique a la otra, quien cabe que, en su estrategia procesal, juegue, precisamente, con el hecho de que no quede acreditado por quien le corresponda la base de la pretensión.”

Su carácter potestativo o de facultad judicial es destacada por sentencias como las de la AP de Córdoba, de 15 de diciembre de 2004; SAP de Badajoz, de 3 de mayo de 2002 (JUR 2002\207199), que destaca que si el juez “no advirtió tal insuficiencia hasta el momento de dictar sentencia es claro que las actuaciones no se pueden retrotraer al momento de la proposición de prueba para dar entonces posibilidad a la parte de que proponga la prueba que sea necesaria para acreditar su derecho.”

La SAP de las Islas Baleares, de 9 de febrero de 2006 (AC 2006\22),, sostiene que el precepto contiene una facultad judicial y ello por lo siguiente: 

-          i) Del tenor literal del precepto que no utiliza términos imperativos tipo «el juez deberá» sino que hace depender la iniciativa probatoria de oficio de una previa consideración del juez («cuando el juez considere»).

-
ii) De interpretarse que el artículo 429 impone un deber, el juez debería controlar de oficio la idoneidad de los medios probatorios propuestos, como si se trataran de presupuestos procesales, lo que violaría el principio de aportación de parte (artículo 216 de la LEC).

-
iii) El artículo 429.1.II está ubicado entre la fijación de los hechos controvertidos (428.1) y tras la proposición de prueba (4291.I) pero al no haberse practicado todavía la prueba e ignorarse el resultado de ésta, no puede exigirse al juez que adelante su valoración para identificar posibles insuficiencias probatorias.

-
iv) El artículo 249.1.II no puede configurar una nueva responsabilidad judicial la de la búsqueda de la certeza probatoria, incompatible con los sistemas procesales como el nuestro que no se basan en la investigación de oficio de los hechos alegados.”

En conclusión, se trata de un precepto perturbador, pues constituye una novedad en nuestro ordenamiento jurídico y por tanto debió ser mejor definido a fin de eliminar dudas sobre su naturaleza (facultad/deber) íntimamente relacionadas con las consecuencias de su inaplicación (vulneración de norma procesal, nulidad de actuaciones). Además,  parece querer configurar un nuevo papel del juez en el proceso civil desde el momento en el que a través de este precepto puede estar tomando partido por las pretensiones de las partes. Me explico: las pretensiones se configuran por elementos fácticos y jurídicos, sin que queda atribuir inicialmente y desde el punto de vista teórico, mayor relevancia a unos que a otros, todos deben confluir para el éxito de la pretensión. Respecto a los elementos fácticos, no basta con su alegación sino que si son contradichos hay que probarlos. De esta manera, hecho y su prueba son presupuestos para el éxito de la pretensión. Sin hecho no hay prueba y sin prueba no hay hecho, jurídicamente hablando. Al permitir la ley al juez incidir sobre la prueba (advirtiendo la insuficiencia de la prueba respecto a un hecho y sugiriendo la forma de suplir la insuficiencia) está, en cierta forma, apoyando la pretensión (contribuyendo a su éxito) que se sustenta, entre otros, en ese hecho. En la práctica, puede incluso que dicho hecho sea el elemento fáctico fundamental para el éxito de la pretensión. 

Este artículo es tan inquietante que lo mejor sería eliminarlo o modificarlo para poner fin a los múltiples interrogantes que suscita. De hecho, el Tribunal Supremo -en la época de redacción de esta ponencia- está estudiando el asunto planteado como recurso extraordinario por infracción procesal del artículo citado.

Dejando a un lado las consideraciones anteriores, de carácter general, lo más problemático de la posibilidad contemplada en el art. 429 es su aplicación en el ámbito de la prueba documental (y también de la pericial) ¿No os parece que plantea un problema si la prueba sugerida por el juez es la de documentos y la parte acoge dicha sugerencia y pretende aportarlos con posterioridad, por lo tanto, al momento procesal legalmente previsto? 

En principio, cabría afirmar que no hay que distinguir donde la ley no distingue. El precepto habla de “pruebas convenientes” y como tales pueden ser cualquier tipo de pruebas pero, eso sí, no acudiendo a fuentes de prueba distintas de las que obren en los autos, y así hay que entender el inciso “ciñéndose a los elementos probatorios cuya existencia resulte de los autos”. 

No obstante, resulta evidente que existe una diferencia fundamental tanto temporal como cualitativa entre pruebas como el interrogatorio de partes, de testigos o el reconocimiento judicial, y la prueba documental. Así, mientras que aquellas pruebas se proponen en el mismo acto de la audiencia previa, los documentos, como regla general, ya habrán sido aportados y lo que hace la parte es solicitar que se tengan por reproducidos (art. 427 de la LEC) Además, las consecuencias no son las mismas pues, como hemos visto, la falta de aportación de un determinado documento en el momento procesal oportuno, dejando a un lado los casos de inadmisión, conlleva la preclusión, esto es, el cierre del proceso a dicho documento. Así lo establece el art. 269 de la LEC ya reproducido anteriormente. 

Existen diferentes posturas sobre la cuestión. Seoane Spielgelberg sostiene que en ningún caso pueden vulnerarse las normas que marcan el momento preclusivo de aportación de documentos al proceso. El juez no puede desconocerlas ni las partes, acogiendo la sugerencia del juez, aprovechar para solicitar documentos que debieron ser aportados en su momento. Abel Lluch considera igualmente que el uso del art. 429 está limitado por el principio de legalidad probatoria. Banacloche Palao, precisamente atendiendo a la manifestación del art. 429 de que el tribunal deberá ceñirse a los elementos probatorios cuya existencia resulte de los autos, concluye que no cabe aportar nuevos documentos pues la facultad del juez estaría limitada a pruebas relacionadas con elementos probatorios ya existentes.

En contra de este criterio, sin embargo, se manifiesta Picó i Junoy quien considera, en primer lugar, que la preclusión del art. 269 se refiere a la actividad probatoria documental de las partes y no a la que pueda surgir como consecuencia de la iniciativa del juez. En segundo lugar, que también las restantes pruebas, como el interrogatorio o la testifical, estarían afectadas por el principio de preclusión, dejando el artículo vacío de contenido  ya que en ese momento procesal ya habría precluido la posibilidad de solicitar dichas pruebas. Etxeberría Guridi sostiene la misma idea partiendo del hecho de que la ley procesal con el art. 429 ha tratado de compensar al juez ante la pérdida de iniciativa probatoria con la nueva regulación de las diligencias finales.

En la jurisprudencia, la sentencia de la Audiencia Provincial de Murcia de 15 de febrero de 2002, se inclina por la primera postura, al considerar, en un caso de prueba pericial, que la LEC no permite al amparo de este precepto subsanar la falta de prueba ni las pruebas propuestas de forma inadecuada.

A mi juicio, el argumento fundamental es que el tribunal deberá ceñirse a los elementos probatorios cuya existencia resulte de los autos. Así, tratándose de documentos, hay que entender que dichos documentos deberán ya obrar en las actuaciones pues, a diferencia de otras pruebas como la testifical o el interrogatorio, cuya práctica se produce en el momento del juicio o vista, la prueba documental se practica con anterioridad, desde el momento en el que queda el documento incorporado a los autos y admitido como prueba documental. 

Finalmente, el principio de igualdad de partes que rige en el proceso civil, configura de manera esencial la prueba documental y toda su regulación está orientada a permitir que cada parte pueda reaccionar ante los documentos presentados por la contrario, regulando de forma clara y precisa las consecuencias de la aportación extemporánea de documentos. Permitir, al amparo del art. 429, la aportación de documentos al margen del momento procesal oportuno, infringiría dicho principio de igualdad pues resultaría sorpresivo y dejaría a una de las partes sin posibilidad de reacción. Como señala Montero Aroca, la prueba documental es de vital importancia en el proceso civil pues está sometida a reglas especiales de valoración y generalmente incorpora los hechos base de la pretensión y de la causa de pedir. Como ya dijimos, es la prueba estrella del proceso y de ahí que la ley sea muy rigurosa en lo relativo a su tratamiento procesal.

2.- La valoración de la prueba documental.

2.1.- Posición de las partes ante los documentos de la contraria: la admisión, impugnación, reconocimiento y la proposición de prueba sobre la autenticidad. Carga de la prueba de la autenticidad.

El legislador, consciente de la importancia de la prueba documental en el proceso civil,  regula la cuestión con detalle, pero adolece de cierta confusión.

 El art. 427.1 de la LEC  exige que cada parte se pronuncie en la audiencia previa sobre los documentos aportados de contrario hasta ese momento, manifestando si los admite, impugna, reconoce o propone prueba acerca de su autenticidad. Este precepto, ubicado en la regulación de la audiencia previa, es de aplicación también al juicio verbal por analogía al existir identidad de razón. 

El momento para realizar la impugnación en el juicio ordinario no plantea problema alguno, y tendrá lugar inmediatamente antes del trámite de fijación de los hechos admitidos y controvertidos (art. 428). Tratándose del juicio verbal, lo correcto es dar el trámite una vez contestada la demanda y resueltas las eventuales cuestiones procesales, antes de la fijación o delimitación del objeto del proceso y la proposición de prueba. No obstante, es frecuente que la parte demandada, en su contestación a la demanda (o la actora en la contestación a la reconvención), impugne la documental aportada de contrario. Esta posibilidad, sin embargo, no releva a la parte de su obligación de posicionarse en el acto de la audiencia previa. Así lo entiende, al menos, la SAP de Madrid de 5 de octubre de 2005 (Referencia: SP/SENT/77686)  que mantiene, siguiendo el criterio legal, que la impugnación debe hacerse en la audiencia previa, pues en caso contrario precluye el trámite conforme al art. 136 de la LEC. Sin embargo, la SAP de Madrid de 19 de enero de 2007 (Referencia: SP/SENT/121748) considera, en una interpretación que carece de base legal, que la impugnación de documentos debe realizarse en la contestación a la demanda para posibilitar así al actor la posibilidad de rebatirla mediante actividad probatoria. La SAP de Murcia de 2 de mayo de 2006 (Referencia: SP/SENT/96247) afirma que la impugnación de documentos después de concluida la audiencia no causa indefensión por sí sola, si bien se refería a un caso muy concreto que resolvía aplicando la jurisprudencia consolidada de que no cualquier infracción de las normas procesales genera indefensión.
El primer problema que cabe plantear es qué sucede con los documentos que, por aplicación de la excepciones previstas en la LEC, hayan podido aportarse con posterioridad a la audiencia previa y antes ( o después) del juicio, en los casos de los arts. 270 y 271. 

Respecto al primer supuesto, la ley preceptúa que las partes en el acto del juicio podrán alegar la improcedencia de tomarlo en consideración, textualmente: “por no encontrarse en ninguno de los casos a que se refiere el apartado anterior” debiendo el tribunal resolver en el acto y con la posibilidad de apreciar ánimo dilatorio o mala fe procesal. ¿Quiere esto decir que la parte a quien perjudica el documento en cuestión no puede pronunciarse sobre su autenticidad? Parece que, en aras a no generar indefensión, el art. 270.2 debe ser interpretado integrándolo con el art. 427, permitiendo a la parte alegar no sólo la extemporaneidad del documento, sino también su falta de autenticidad pudiendo incluso proponer prueba sobre la misma.

Tratándose de documentos del art. 271, se dará traslado a las partes por cinco días, con suspensión del plazo para dictar sentencia y resolviendo el juez en la misma sobre su admisión y alcance. 

¿Cabe exigir un posicionamiento sobre los documentos procesales del art. 264? Aunque el art. 427 no lo diga, la respuesta es no, por la sencilla razón de que la finalidad del posicionamiento no es otra que la de delimitar con claridad y precisión el objeto material del proceso, y los documentos procesales no configuran el mismo, sino que afectan a los requisitos o presupuestos procesales. 

Finalmente, vamos a realizar un somero examen de cada pronunciamiento acerca de los documentos de la parte contraria siguiendo el orden del propio art. 427 citado.

Admisión: aquí se puede entender que las partes deberán pronunciarse sobre si procede o no admitir los documentos ( v. gr por infracción de los arts. 265.2 y 3, 428.5, 270.1) o bien que la parte procesal que no intervino en su redacción o confección no tiene dudas acerca de su autenticidad.

En virtud de la primera postura, la parte considera que el documento no debe admitirse, pues fue aportado de manera extemporánea sin concurrir ninguna de las excepciones previstas en la LEC.

Al amparo de la segunda, la admisión del documento implicaría una asunción del mismo por la contraparte como cierto y verdadero, lo que relevaría a la parte que lo presentó, tratándose de un documento privado, de la carga de tener que probar su autenticidad. El documento se aceptaría como auténtico, lo cual no quiere decir que se asuman las consecuencias que la parte que lo ha presentado extrae del mismo salvo que, lógicamente, la contraparte muestre su expresa conformidad con el contenido jurídico del documento en cuestión.  

Impugnación: de la autenticidad del documento (autoría, fecha, intervinientes, declaraciones efectuadas) o del contenido. Más adelante expondré el concepto de autenticidad, pero por ahora baste decir que no es necesario impugnar un documento cuando lo que se pretende desvirtuar es la veracidad de su contenido. A fin de cuentas, respecto al valor probatorio de documentos públicos y privados (arts. 318, 319 y 326)  pueden hacer prueba plena, además de la autoría y de los intervinientes, del acto, hecho o estado de cosas que documenten, pero no hacen prueba de la veracidad intrínseca de las declaraciones o testimonios incluidos en el mismo según reiterada jurisprudencia. Por ejemplo, puede no dudarse de la autenticidad de un contrato de compraventa, con lo que desplegará todos sus efectos haciendo prueba plena de los autores y firmantes del documentos, de las demás personas que intervinieron y de las estipulaciones del contrato, pero eso no significa que el contrato sea cierto (puede ser simulado) o que el precio pagado fuera distinto del que se hizo constar etc...

Por lo tanto,  la impugnación de la autenticidad de un documento debe limitarse a lo que la ley dispone que producirá prueba plena y que será examinado más adelante. 

Reconocimiento: Implica reconocer la validez y autenticidad del documento en cuestión. Ahora bien, dado el verbo empleado (reconocer en el sentido de asumir como propio), parece que queda limitado a aquellos documentos que también fueron suscritos por la parte contraria, manifestando así que lo reconoce como auténtico.

En cualquier caso, el reconocimiento puede versar no solo sobre la autenticidad del documento sino también sobre su contenido, como sucede cuando se acepta la veracidad intrínseca de  las declaraciones o testimonios.

Proposición de prueba sobre la autenticidad: carga de la prueba: El art. 427 parece dar a entender que corresponde a cada parte proponer prueba sobre la autenticidad de los documentos aportados por la contraria pues, a la hora de posicionarse, puede proponer prueba sobre su autenticidad. Sin embargo, de una lectura de los arts. 328 y ss, 320, o 326 se deduce justamente lo contrario. Así, tratándose de un documento público impugnado, corresponde al impugnante la carga de demostrar que no es auténtico, dada la presunción de veracidad de la que gozan estos documentos. Si, impugnado el documento público, la parte impugnante no propone prueba para demostrar que no es auténtico habrá que entender que el documento es auténtico y hará prueba plena en contra del que lo impugnó.

 Sin embargo, tratándose de un documento privado la carga se invierte, de modo que corresponderá al que sostenga su autenticidad el gravamen de acreditarla. De no hacerlo, se corre el riesgo de que el documento no surta efectos probatorios, pero en cualquier caso su valoración estará sometida a las reglas de la sana crítica (art. 326.2). 

2.2.- Concepto de autenticidad. ¿Cómo deben impugnarse los documentos?. ¿Qué consecuencias tiene la impugnación?; ¿y la falta de impugnación?. ¿Puede guardar silencio la parte ante los documentos de la contraria? y, en caso positivo, ¿qué consecuencias tiene ese silencio?. ¿Se puede impugnar un documento por su valor probatorio?

La autenticidad de un documento parte de su consideración jurídica. Así se infiere de los arts. 319 y 326.1 de la LEC cuando se refieren a la fuerza probatoria de los documentos públicos y privados no impugnados o que, aún siéndolo, la prueba practicada no ha desvirtuado la misma. Por lo tanto, sólo se puede impugnar aquello que puede producir prueba plena al amparo de los artículos citados. En consecuencia, como la veracidad intrínseca del contenido de cualquier documento, sea público o privado, no hace prueba plena, como ya se ha dicho, no puede impugnarse, siendo ésta una cuestión objeto de valoración en sentencia y susceptible de ser desvirtuada con otras pruebas. 

Dados los términos imperativos del art. 427 (“se pronunciará”) el juez debe exigir a las partes un posicionamiento expreso y concreto sobre todos y cada uno de los documentos aportados por la contraria. No son admisibles impugnaciones genéricas ni por la causa ni por el objeto. Formulas del tipo “impugno toda la documental aportada de contrario” deben ser rechazadas. Hay que concretar qué documentos se impugnan (sin necesidad de exigir, eso sí, una enumeración exhaustiva, sobre todo cuando nos encontramos ante voluminosas documentales) y por qué se impugnan (porque es falso, porque no está completo, porque ha sido dejado sin efecto por un documento posterior, porque no coincide con el original etc...).  Si la parte no realiza la concreción exigida por el juez entiendo que  deberá ser apercibida de que en tal caso el documento se tendrá por no impugnado con los efectos legales inherentes. Sin embargo, en los primeros años de vigencia de la ley sí se pudo detectar cierta desidia o dejadez de las partes a la hora de pronunciarse de forma expresa sobre los documentos de la contraria. El profesor y magistrado Abel Lluch comparte este criterio, achacándolo a la inercia histórica y a la ausencia de un trámite similar en la LEC de 1881. 

Respecto al motivo concreto de impugnación, también es práctica habitual aludir al valor probatorio, esto es, la parte manifiesta que no está de acuerdo con las consecuencias probatorias que la parte que ha presentado el documento extrae del mismo. Pues bien, es menester advertir a la parte de que, en puridad, esta manifestación no supone impugnación alguna, pues la valoración probatoria es algo que, siendo de competencia exclusiva del juez, no se puede impugnar y será objeto de cumplida respuesta en sentencia. Igualmente, como afirma Rodríguez Achútegui, las impugnaciones sin fundamento deben ser atajadas por los tribunales haciendo uso incluso de la facultad sancionadora de los arts. 320.3 y 326.2

Llegado a este punto, la impugnación de un documento público o privado, si prospera, impedirá que surta la fuerza o eficacia probatoria que le es propia conforme a los arts. 319 y  326.1. Pero esto es cuestión distinta de la exégesis judicial de su contenido, es decir, que consecuencias probatorias obtiene el juez del documento en cuestión a la hora de acreditar los hechos controvertidos. De hecho, la infracción por el juez de las reglas sobre la eficacia probatoria al amparo de los arts. citados es una infracción de carácter procesal, mientras que la interpretación de su contenido a efectos probatorios (sujeto, por ejemplo a los arts. 1281 y siguientes del Código Civil en materia de interpretación de los contratos)  es una infracción sustantiva en la interpretación de su contenido. Así, constituye una consolidada doctrina de casación (SSTS de 5 mayo de 1997 [RJ 1997\3673] y 30 septiembre de 2004 [RJ 2004\5898]), que hay distinguir la vulneración de las normas de apreciación de la prueba documental (quaestio facti), que se produce cuando el Juzgador no reconoce a un documento la fuerza o eficacia que le atribuye un precepto legal o le da un valor probatorio que no tiene, y la violación de las normas de interpretación de las declaraciones documentadas (quaestio iuris), que tiene lugar cuando infringe o se aparta de las normas de hermenéutica contractual en la indagación y fijación del alcance jurídico del contenido documental declarado probado. 

2.3.- Criterios legales y jurisprudenciales de valoración: especial referencia a la Ley de Enjuiciamiento Civil, Código Civil y Código de Comercio.

Podemos definir la valoración de la prueba como aquella actividad intelectual a través de la cual el juez, acogiéndose a máximas de experiencia o a reglas legales, y partiendo de todas y cada una de las pruebas practicadas, obtiene una convicción sobre la ocurrencia de los hechos relevantes del proceso.

Antes de entrar en los criterios de valoración de la prueba documental, conviene hacer una breve referencia a distintas nociones comunes en materia de valoración probatoria. Así, en primer lugar, podemos distinguir dos sistemas procesales de valoración de la prueba: el de prueba legal o tasada y el de libre valoración. 

- En el sistema de prueba legal, el protagonismo lo tiene la ley, expresión de la voluntad popular que, por razones de seguridad jurídica o atendiendo a máximas de experiencia comunes y de general aceptación, establece el efecto de una determinada prueba. El juez aquí no tiene margen de valoración y se limita a depurar la prueba (admitirla y controlarla), pero no a valorarla, porque eso ya lo hace la ley. 

- En el sistema de libre valoración, ésta la hace el juez, conforme a lo que se ha dado en llamar la sana crítica, configurada como conjunto de máximas de experiencia. En palabras de Taruffo la eficacia de la prueba para la determinación de cada hecho se realiza caso a caso, siguiendo criterios predeterminados, discrecionales y flexibles, basados esencialmente en presupuestos de la razón. Seoane Spielgeberg afirma que en un sistema de prueba tasada "es la ley la que, con independencia del convencimiento del Juez, le señala la forma como ha de valorar las pruebas, imponiendo el criterio legal, fundado en razones de seguridad jurídica o máximas de experiencia comunes o generales" 

La LEC establece normas de valoración tasada: arts. 316.1 LEC -para el interrogatorio de las partes, cuando no siendo contradicho por otros medios de prueba, la parte interrogada admita como ciertos hechos enteramente perjudiciales y en los que intervino personalmente-; arts. 319 de la LEC y 1218 del Código Civil sobre fuerza probatoria de los documentos públicos; arts. 326 LEC y 1225 del Código Civil sobre fuerza probatoria de los documentos privados; el apartado 1º del art. 329 permite dar valor probatorio a la copia simple del documento o a la versión del mismo que ofrezca el solicitante, cuando la otra parte rehúse el requerimiento de exhibición. Y otras basadas en la sana crítica: art. 316.2 LEC -para el interrogatorio de parte cuando la declaración de la parte no versa sobre hechos personales, no resulta enteramente perjudicial o aparece contradicha por otros medios de prueba-, art. 348 LEC -para el dictamen de peritos-, art. 376 LEC -para el interrogatorio de testigos-; art. 382.3 LEC - para los instrumentos de filmación, grabación y semejantes-. 

La exposición de motivos de la LEC, en su apartado XI, párrafo 9º establece: "Los documentos públicos, desde el punto de vista procesal civil, han sido siempre y deben seguir siendo aquéllos a los que cabe y conviene atribuir una clara y determinada fuerza a la hora del referido juicio fáctico. Documentos privados, en cambio, son los que, en sí mismos, no gozan de esa fuerza fundamentadora de la certeza procesal y, por ello, salvo que su autenticidad sea reconocida por los sujetos a quienes puede perjudicar, quedan sujetos a la valoración libre o conforme a las reglas de la sana crítica". 

- La expresión "apreciación conjunta de la prueba" significa que los medios de prueba no puede ser valorados aisladamente o tomando en cuenta alguno o algunos de ellos y prescindiendo del o de los que conducen a una conclusión contraria. 

- Finalmente, la valoración de la prueba, sea conforme a criterios legales o siguiendo la sana crítica, debe tener cumplido reflejo en la sentencia a fin de dar cumplimiento al mandato constitucional de motivación (art. 120.3 Constitución Española)  y que la LEC recoge en su art. 218. Como dice la Sentencia del Tribunal Constitucional de 8 de marzo de 2004 (RTC 2004\32), es un deber constitucional  "dar la razón del porqué de la decisión" y "ser razonada en términos de Derecho". Y, con carácter particular, la motivación fáctica, también aparece recogida en el precitado art. 218.2  de la LEC que exigirá determinar qué hechos han resultados probados y en virtud de qué pruebas. De esta manera, y como indica Taruffo, la motivación del juicio de hecho "satisface la exigencia de control sobre la racionalidad del razonamiento del juez sobre las pruebas".

2.3.1.- Prueba legal o tasada.

-  Cuando un documento publico o privado es admitido o reconocido, o no impugnada su autenticidad o cuando, impugnada, la prueba determina que es auténtico, hará prueba plena conforme a los arts. 318, 319 y 326 de LEC de lo siguiente:

a) Fecha de otorgamiento del documento. 

b) Identidad del fedatario y del resto de los intervinientes.

c) Hecho, acto o estado de cosas documentado.

A su vez, el art. 329.1 de la LEC permite atribuir valor probatorio a la copia simple de un documento en poder de la otra parte cuando, requerida esta para que lo exhiba se negara de forma injustificada.

El art. 1218 del Código Civil aún vigente, parece entrar en cierta contradicción con el art. 319 de la LEC pues distingue a los efectos de la eficacia probatoria de los documentos públicos  entre los terceros y entre los causantes y sus causahabientes y así: “Los documentos públicos hacen prueba, aun contra tercero, del hecho que motiva su otorgamiento y de la fecha de éste.

También harán prueba contra los contratantes y sus causahabientes, en cuanto a las declaraciones que en ellos hubiesen hecho los primeros.”

Sin embargo, tratándose de las escrituras hechas para desvirtuar otra entre los mismos interesados, el art. 1219 dice: “sólo producirán efectos contra terceros cuando el contenido de aquéllas hubiese sido anotado en el registro público competente o al margen de la escritura matriz y del traslado o copia en cuya virtud hubiera procedido el tercero”.

En cuanto a las escrituras de reconocimiento de un acto o contrato, dispone el artículo 1224  que nada prueban contra el documento en que fueron consignados, si por exceso u omisión se apartan de él, a menos que conste expresamente la novación del primero (vid. arts. 1281, párrafo 2º y 1293 del CC).

El apartado 2º del artículo 319 establece la siguiente especialidad “la fuerza probatoria de los  documentos administrativos no comprendidos en los números 5º y 6º del artículo 317 a los que las leyes otorguen el carácter de públicos, será la que establezcan las leyes que les reconozca tal carácter. En defecto de disposición expresa en tales leyes, los hechos, actos o estados de cosas que consten en los referidos documentos se tendrán por ciertos, a los efectos de la sentencia que se dicte, salvo que otros medios de prueba desvirtúen la certeza de lo documentado.”

Respecto a lo que hace prueba plena, el supuesto mas complejo es el  relativo al hecho, acto o estado de cosas documentado. Así, por hecho o acto hay que entenderlo en sentido natural y no jurídico, como cualquier suceso de la realidad puntual y determinado. Por contra, el estado de cosas vendría constituido por una situación de hecho compleja y perdurable (v.gr  el estado de un camino que pudiera quedar reflejado en un vídeo, en una fotografía o en un plano).

Ya he referido que la autenticidad no abarca la veracidad extrínseca de las manifestaciones contenidas en el documento. Dicho en otras palabras, el documento puede ser auténtico pero no veraz, puede ser lo que aparenta pero no responder a la realidad de los hechos. Así, en un accidente de tráfico, se puede aportar como prueba fotografías del coche siniestrado. Las fotografías pueden ser auténticas en  cuanto reflejan lo que aparentan, esto es, los daños que presenta un vehículo, pero eso no prueba necesariamente que dicho vehículo sea el siniestrado en el accidente por el que se reclama, ni que los referidos daños fueran consecuencia del accidente en cuestión. Ahora bien, lógicamente, si este documento es jurídicamente auténtico incorpora al proceso una realidad que el juez tomará en consideración como tal a la vista de las manifestaciones de la parte que pretenda valerse del documento, salvo que existan otras pruebas que desvirtúen su contenido.

 En este sentido la STS núm. 593/2007 (Sala de lo Civil, Sección 1), de 29 mayo, (RJ 2007\4342) resume la doctrina jurisprudencial al respecto “Sobre este precepto ha declarado con reiteración esta Sala (Sentencias, entre otras, de 30 de octubre de 1998 [RJ 1998\7555] y 28 de septiembre de 2006 [RJ 2006\8718]) que "esta prueba (documentos públicos) no es necesariamente superior a otras (Sentencias de 25 de junio de 1983 [RJ 1983\3685], 27 de noviembre de 1985 [RJ 1985\5905], 7 de julio de 1986 [RJ 1986\4419] y 18 de junio de 1992 [RJ 1992\5324]) y la veracidad intrínseca de las declaraciones contenidas en ellos puede ser desvirtuada por prueba en contrario (Sentencias de 8 de mayo de 1973 [RJ 1973\2129], 9 de mayo de 1980 [RJ 1980\1790], 15 de febrero de 1982 [RJ 1982\685], 14 de febrero [RJ 1983\964] y 14 de marzo de 1983 [RJ 1983\1474])". Así, prosigue la Sentencia de 28 de septiembre de 2006 (RJ 2006\8718), antes referida, "el valor o eficacia del documento público no se extiende a su contenido o a las declaraciones que en ellos hagan los otorgantes, pues, aunque en principio hacen prueba contra éstos y sus causahabientes, la veracidad intrínseca de las mismas puede ser desvirtuada por prueba en contrario, sin que tal medio probatorio tenga prevalencia sobre los demás, vinculando al Juez sólo respecto de su otorgamiento y de su fecha, dado que el resto de su contenido puede ser sometido a apreciación con otras pruebas (Sentencia de este Tribunal de 30 de septiembre de 1995 [RJ 1995\6456]). En igual sentido las Sentencias de 26 de enero de 2001 (RJ 2001\528), 30 de octubre de 1998 (RJ 1998\7555), 11 de julio de 1996 (RJ 1996\5884), 18 de julio de 1992 (RJ 1992\6436), 27 de marzo de 1991, 2 de abril de 1990 (RJ 1990\2689) y 6 de julio de 1989 (RJ 1989\5404)". La  más reciente STS núm. 3/2008 (Sala de lo Civil, Sección 1), de 24 enero (RJ 2008\217) así también lo dispone.

Ahora bien, que no haga prueba plena no significa que no haga prueba alguna, significa tan solo que puede ser desvirtuado mediante prueba en contrario.

En este punto conviene recordar, en consonancia con lo anterior, respecto a los documentos notariales, lo establecido en el art. 1 del Decreto de 2 junio 1944 (RCL 1945\57) por el que se aprueba el Reglamento Notarial y es que la fe pública notarial abarca en la esfera de los hechos, la exactitud de los que el notario ve, oye o percibe por sus sentidos; y en la esfera del Derecho, la autenticidad y fuerza probatoria de las declaraciones de voluntad de las partes en el instrumento público redactado conforme a las leyes. Por lo tanto, el Notario no responde de lo que se dice, sino tan solo de que se ha dicho y de quien lo ha dicho. 

A pesar de que la LEC otorga a los documento privados no impugnados o cuya impugnación no desvirtuara su autenticidad, la misma eficacia probatoria que los documentos públicos, lo cierto es que los documentos privados no gozan de la presunción de veracidad de los documentos públicos y, por otro, su eficacia queda reducida al limitado campo del proceso y entre las partes del mismo. Así, respecto de terceros, la fecha del documento privado se contará “desde el día en que hubiese sido incorporado o inscrito en un registro público, desde la muerte de cualquiera de los que lo firmaron, o desde el día en que se entregase a un funcionario público por razón de su oficio.” (art. 1227) 

El art. 1230 también fija una regla legal al decir “Los documentos privados hechos para alterar lo pactado en escritura pública, no producen efecto contra tercero”.

Finalmente, los artículos 1228 y 1229 establecen la regla de la indivisibilidad del documento a efectos probatorios. Así, artículo 1228 regula el efecto probatorio de asientos, registros y papeles privados, disponiendo: “Los asientos, registros y papeles privados únicamente hacen prueba contra el que los ha escrito en todo aquello que conste con claridad, pero el que quiera aprovecharse de ellos habrá de aceptarlos en la parte que le perjudiquen.” Y el artículo 1229, sobre la nota del acreedor en documento privado preceptúa: “La nota escrita o firmada por el acreedor a continuación, al margen o al dorso de una escritura que obre en su poder, hace prueba en todo lo que sea favorable al deudor.

Lo mismo se entenderá de la nota escrita o firmada por el acreedor al dorso, al margen o a continuación del duplicado de un documento o recibo que se halle en poder del deudor.

En ambos casos el deudor, que quiera aprovecharse de lo que le favorezca, tendrá que pasar por lo que le perjudique.”

Igualmente, del primero de los artículos citados,  así como de los artículos 30 a 33 del Código de Comercio cabe deducir la regla de tratamiento unitario de un conjunto de documentos que por separado no tendrían sentido. (vid. STS de 11 de mayo de 1987, RJ 1987\3393).

En el caso del documento electrónico, hay que acudir a la Ley 59/2003, de 19 diciembre (RCL 2003\2975) de la Firma Electrónica, ya citada, que establece en su art. 3.7 “Los documentos a que se refiere el apartado anterior tendrán el valor y la eficacia jurídica que corresponda a su respectiva naturaleza, de conformidad con la legislación que les resulte aplicable.” El apartado 8 señala: “el soporte en que se hallen los datos firmados electrónicamente será admisible como prueba documental en juicio”; y el apartado 9º: “No se negarán efectos jurídicos a una firma electrónica que no reúna los requisitos de firma electrónica reconocida en relación a los datos a los que esté asociada por el mero hecho de presentarse en forma electrónica.”

- En el caso de impugnación de la autenticidad del documento y para que éste pueda desplegar toda su eficacia probatoria hay que distinguir: 

a) Documentos públicos.

El art. 320 establece: “1. Si se impugnase la autenticidad de un documento público, para que pueda hacer prueba plena se procederá de la forma siguiente:

1º Las copias, certificaciones o testimonios fehacientes se cotejarán o comprobarán con los originales, dondequiera que se encuentren.

2º Las pólizas intervenidas por corredor de comercio colegiado se comprobarán con los asientos de su Libro Registro.

2. El cotejo o comprobación de los documentos públicos con sus originales se practicará por el Secretario Judicial, constituyéndose al efecto en el archivo o local donde se halle el original o matriz, a presencia, si concurrieren, de las partes y de sus defensores, que serán citados al efecto.

3. Cuando de un cotejo o comprobación resulte la autenticidad o exactitud de la copia o testimonio impugnados, las costas, gastos y derechos que origine el cotejo o comprobación serán exclusivamente de cargo de quien hubiese formulado la impugnación. Si, a juicio del tribunal, la impugnación hubiese sido temeraria, podrá imponerle, además, una multa de 120 a 600 euros.”

El art. 321 prevé: “El testimonio o certificación fehacientes de sólo una parte de un documento no hará prueba plena mientras no se complete con las adiciones que solicite el litigante a quien pueda perjudicarle”.

A su vez, el art. 322 dispone, refiriéndose a los documentos públicos no susceptibles de cotejo o comprobación: “Harán prueba plena en juicio, sin necesidad de comprobación o cotejo y salvo prueba en contrario y la facultad de solicitar el cotejo de letras cuando sea posible:

1º Las escrituras públicas antiguas que carezcan de protocolo y todas aquellas cuyo protocolo o matriz hubiese desaparecido.

2º Cualquier otro documento público que, por su índole, carezca de original o registro con el que pueda cotejarse o comprobarse.

2. En los casos de desaparición del protocolo, la matriz o los expedientes originales, se estará a lo dispuesto en el artículo 1221 del Código Civil.

El artículo 1221 señala que “Cuando hayan desaparecido la escritura matriz, el protocolo, o los expedientes originales, harán prueba:

1º Las primeras copias, sacadas por el funcionario público que las autorizara.

2º Las copias ulteriores, libradas por mandato judicial, con citación de los interesados.

3º Las que, sin mandato judicial, se hubiesen sacado en presencia de los interesados y con su conformidad.

A falta de las copias mencionadas, harán prueba cualesquiera otras que tengan la antigüedad de treinta o más años, siempre que hubiesen sido tomadas del original por el funcionario que lo autorizó u otro encargado de su custodia.

Las copias de menor antigüedad, o que estuviesen autorizadas por funcionario público en quien no concurran las circunstancias mencionadas en el párrafo anterior, sólo servirán como un principio de prueba por escrito.

La fuerza probatoria de las copias de copia será apreciada por los Tribunales según las circunstancias.” 

El artículo 1222 del CC, relativo a la inscripción registral de un documento desaparecido, dice que “La inscripción, en cualquier registro público, de un documento que haya desaparecido, será apreciada según las reglas de los dos últimos párrafos del artículo precedente.”

De estos artículos cabe deducir las siguientes conclusiones:

1.- Cabe impugnar la autenticidad de un documento público original, lo que conlleva la afirmación de la falsedad de dicho documento desde el punto de vista penal (art. 390 del Código Penal) con la consiguiente suspensión por prejudicialidad penal conforme al art. 40 de la LEC. De otro modo no puede entenderse la regla del art. 322 de que harán prueba plena sin necesidad de cotejo o comprobación “y salvo prueba en contrario”.

2.- Si el documento público que se presenta por copia, certificación o testimonio tiene protocolo o matriz, la comprobación o cotejo se llevará a cabo por el Secretario Judicial. Si el cotejo o comprobación arroja como resultado que el documento no es auténtico, no surtirá los efectos probatorios del art. 319, pero ello no significará que el resto de su contenido no pueda ser tenido por probado aunque, normalmente, no será así. 

3.- Si el testimonio o la certificación son incompletos, no harán prueba plena mientras no se complete con las adiciones que solicite el litigante al que pueda perjudicarle (art. 321).

4.- Cuando el documento público carezca de protocolo o matriz a efectos de su cotejo o comprobación, harán prueba plena salvo que se demuestre lo contrario y sin perjuicio de solicitar el cotejo de letras cuando sea posible.

El cotejo no es el contemplado en el art. 320 lógicamente, pues no se puede cotejar un documento con su original  o matriz si se carece de ellos, sino el llamado cotejo de letras de los arts. 349 a 351. 

5.- Si la prueba no es concluyente en cuanto a la falsedad del documento en cuestión, surtirá plenos efectos probatorios, dada la presunción de veracidad de la que gozan los documentos públicos. 

b) Documentos privados.

La autenticidad del documento privado es condición necesaria para que pueda ser valorado como prueba. Así, la STS núm. 976/2005 (Sala de lo Civil, Sección 1), de 14 diciembre, (RJ 2005\10168) señala “la autenticidad del documento privado en cuanto procedencia del autor, –coincidencia del autor aparente con el autor real–, es «condicio sine qua non» para la idoneidad valorativa –ulterior valoración del contenido–, de tal modo que, probada la inautenticidad, el documento privado no puede operar como medio de prueba, y no probada, pero sin que tampoco conste la autenticidad, sólo puede ser valorado si lo es conjuntamente con los restantes elementos probatorios”

El art. 326 sin distinguir entre original o copia prevé que el que lo haya presentado podrá pedir el cotejo pericial de letras o proponer cualquier otro medio de prueba que resulte útil y pertinente a tal efecto. Así, como dice la misma sentencia citada “la prueba de la autenticidad o inautenticidad no es prueba documental, sino que puede tener lugar por confesión, pericial, testifical o presunciones, según los casos, y por lo tanto con sujeción a las reglas de dichas pruebas...”

Puede que se impugne la autenticidad en sentido estricto (porque se considere que el documento no es auténtico en lo relativo a las personas que intervinieron, fecha, hechos, actos o estados de cosas documentados) o la falta de concordancia o exactitud del original con la copia (vid. art. 268.2) en cuyo caso se procederá conforme a lo dispuesto en el art. 334.1, esto es, cotejándose con el original y, si no fuere posible, su valor probatorio se atemperará a las reglas de la sana crítica y valoración conjunta de las demás pruebas practicadas.

La LEC, consciente de que la prueba más relevante y clarificadora de la autenticidad es el cotejo pericial de letras, la regula de forma detallada y exhaustiva en los arts. 349 a 351. Cabe que si el documento impugnado y sometido a cotejo fuera de autoría de un tercero, éste sea llamado al proceso como testigo, a fin de autenticarlo y, si no fuera posible, acudirse a cualquier otro medio de prueba admisible en derecho. 

c) Documentos electrónicos.

El apartado 3º del art. 326 de la LEC prevé que cuando la parte a quien interese la eficacia de un documento electrónico lo pida o se impugne su autenticidad, se procederá conforme al art. 3 de la Ley de Firma Electrónica que establece: “Si se impugnare la autenticidad de la firma electrónica reconocida con la que se hayan firmado los datos incorporados al documento electrónico se procederá a comprobar que se trata de una firma electrónica avanzada basada en un certificado reconocido, que cumple todos los requisitos y condiciones establecidos en esta Ley para este tipo de certificados, así como que la firma se ha generado mediante un dispositivo seguro de creación de firma electrónica.

La carga de realizar las citadas comprobaciones corresponderá a quien haya presentado el documento electrónico firmado con firma electrónica reconocida. Si dichas comprobaciones obtienen un resultado positivo, se presumirá la autenticidad de la firma electrónica reconocida con la que se haya firmado dicho documento electrónico siendo las costas, gastos y derechos que origine la comprobación exclusivamente a cargo de quien hubiese formulado la impugnación. Si, a juicio del tribunal, la impugnación hubiese sido temeraria, podrá imponerle, además, una multa de 120 a 600 euros.

Si se impugna la autenticidad de la firma electrónica avanzada, con la que se hayan firmado los datos incorporados al documento electrónico, se estará a lo establecido en el apartado 2 del artículo 326 de la LEC (RCL 2000, 34, 962 y RCL 2001, 1892).  “ 

2.3.2.- Libre valoración.

Están sometidos a la sana crítica:

- Los documentos públicos cuando la prueba demuestre que no son auténticos en cuanto al resto de su contenido. Esto es, como la autenticidad queda limitada a lo que hace prueba plena, en cuanto al resto del contenido del documento, podrá ser objeto de valoración probatoria conforme a las reglas generales.

- Los documentos públicos aportados por  testimonio o certificación incompletos no completados con las adiciones que solicite el litigante al que puedan perjudicarle (art. 321 de la LEC)  

- Los documentos públicos en materia de usura (apartado 3º del art. 319 de la LEC).


-  Los documentos públicos no comprendidos en el art. 317 de la LEC. Los documentos administrativos distintos de los previstos en los números 5 y 6 del art. 317 cuando así lo establezcan las leyes que les reconozcan tal carácter.  

- Los documentos públicos y privados en los procesos de filiación, capacidad, matrimoniales y de menores (art. 752 de la LEC).

- Los documentos privados impugnados cuando la prueba practicada sobre su autenticidad no sea concluyente. (art. 326.2 de la LEC)

- Los documentos privados impugnados, cuando la parte que los presente no proponga prueba sobre su autenticidad. (art. 326.2 de la LEC)

2.3.3. Los libros de los comerciantes y otras reglas del Código de Comercio. 

Respecto a los libros de los comerciantes, el art. 327 dispone: “Cuando hayan de utilizarse como medio de prueba los libros de los comerciantes se estará a lo dispuesto en las leyes mercantiles. De manera motivada, y con carácter excepcional, el tribunal podrá reclamar que se presenten ante él los libros o su soporte informático, siempre que se especifiquen los asientos que deben ser examinados.” Entre dichas leyes mercantiles destaca el Código de Comercio, cuyo art. 31 señala: “El valor probatorio de los libros de los empresarios y demás documentos contables será apreciado por los Tribunales conforme a las reglas generales del Derecho.”

El art 32, relativo al secreto de la contabilidad, dispone: “La contabilidad de los empresarios es secreta, sin perjuicio de lo que se derive de lo dispuesto en las Leyes.

2. La comunicación o reconocimiento general de los libros, correspondencia y demás documentos de los empresarios, sólo podrá decretarse, de oficio o a instancia de parte, en los casos de sucesión universal, suspensión de pagos, quiebras, liquidaciones de sociedades o entidades mercantiles, expedientes de regulación de empleo, y cuando los socios o los representantes legales de los trabajadores tengan derecho a su examen directo.

3. En todo caso, fuera de los casos prefijados en el párrafo anterior, podrá decretarse la exhibición de los libros y documentos de los empresarios a instancia de parte o de oficio, cuando la persona a quien pertenezcan tenga interés o responsabilidad en el asunto en que proceda la exhibición. El reconocimiento se contraerá exclusivamente a los puntos que tengan relación con la cuestión de que se trate.”

El art. 33 regula el reconocimiento de los libros contables según el cual: “1. El reconocimiento al que se refiere el artículo anterior, ya sea general o particular, se hará en el establecimiento del empresario, en su presencia o en la de la persona que comisione, debiendo adoptarse las medidas oportunas para la debida conservación y custodia de los libros y documentos.

2. En cualquier caso, la persona a cuya solicitud se decrete el reconocimiento podrá servirse de auxiliares técnicos en la forma y número que el Juez considere necesario.”

El art. 93 dice: “Los libros y pólizas de los Agentes colegiados harán fe en juicio.” 

2.3.4. Interpretación jurisprudencial

Además de las sentencias del TS ya citadas, que destacan al alcance probatorio de los documentos públicos y de los privados no impugnados, podemos destacar las siguientes:

- La STS núm. 315/2008 (Sala de lo Civil, Sección 1), de 30 abril, (RJ 2008\2688) establece, recogiendo la consolidada jurisprudencia, el ámbito de aplicación del art. 1225 del Código Civil, que no se aplicaría a toda clase de documentos privados sino únicamente a una categoría determinada de ellos: los suscritos por los litigantes y que tienen por objeto un acto o negocio jurídico (SSTS 3 de marzo de 1990 [RJ 1990\1663]; 14 de marzo de 2007 [RJ 2007\2228]). También han de ser literosuficientes en el sentido de contener exacta y completamente el concepto objeto de debate (STS de 17 de octubre de 1987, RJ 1987\7293).

- La STS de 19 de enero de 2000 (RJ 2000\110), afirma que si bien las fotocopias no adveradas carecen de fuerza probatoria en cuanto a su contenido, ello no impide tomarlas en consideración junto con otros elementos de prueba.

- La presunción de veracidad de los documentos públicos aparece recogida en la STSJ de Galicia núm. 35/2005, de 26 octubre, (RJ 2005\7546) que razona “Que el legislador haya empleado la expresión «prueba plena», no es sino la plasmación legal de lo ya reconocido por la Jurisprudencia (ver, entre otras, SSTS de 14-2 [RJ 1983\965] y 14-3-1983 [RJ 1983\1474] y 6-5-1993 [RJ 1993\3445]), y que, en definitiva, supone que el documento público aportado al procedimiento «además de su legitimidad de origen y fehaciencia de contenido, por sí solo y sin ningún otro elemento demostrativo, y sin precisar interpretaciones o deducciones» (STS 4-2-1986 [RJ 1986\414]) acredita los contenidos señalados en la Ley.”

- La SAP de Madrid (Sección 14), de 27 abril de 2006 (JUR 2006\173374) resume la doctrina sobre la eficacia de los documentos privados: “Sobre la cuestión apuntada, es de invocar la STS 21.jul.1998 (RJ 1998\6389), a cuyo tenor «es reiterada doctrina de esta Sala (Sentencias de 13 de julio de 1973 [RJ 1973\2938], 27 de junio de 1981 [RJ 1981\2615], 16 de julio de 1982 [RJ 1982\4250], 23 de mayo [RJ 1985\2615] y 2 de octubre de 1985 [RJ 1985\4569], 12 de junio de 1986 [RJ 1986\3386], 1 de febrero de 1989 [RJ 1989\649], 11 de octubre de 1991 [RJ 1991\6914], 27 de junio de 1992 [RJ 1992\5564], entre otras) la de que el artículo 1225 del Código Civil (LEG 1889\27) no impide otorgar la debida relevancia a un documento privado, aunque no haya sido adverado, conjugando su contenido con los demás elementos probatorios obrantes en autos». En relación con los arts. 1225 CC y 326 LECiv (RCL 2000\34, 962 y RCL 2001, 1892), el primero de los cuales atribuye al documento privado, reconocido legalmente, el mismo valor que la escritura pública entre quienes lo hubiesen suscrito y sus causahabientes, en tanto que el segundo, para los supuestos en que se impugnara la autenticidad del documento privado, y no pudiere deducirse o no constara su autenticidad, previene que habrá de valorarse por el tribunal confirme a las reglas de la sana crítica; precepto que ha de ponerse en relación con la doctrina jurisprudencial anterior a la promulgación de la vigente Ley procesal, en cuya virtud la falta de reconocimiento de un documento privado no le priva íntegramente de valor probatorio (SSTS 25.mar.1988 [RJ 1988\2472], 23.nov.1990 [RJ 1990\9043] o 18.nov.1991 [RJ 1991\7971]), sino que es eficaz en juicio cuando resulte corroborado a través de otros medios de prueba (SSTS 12.jun.1986 [RJ 1986\3386] o 9.jul.1988 [RJ 1988\5684]), pues lo contrario supondría tanto como dejar subordinada a la voluntad de las partes la eficacia del documento (STS 12.jun.1986).”

- La SAP núm. 462/2007 de Valencia (Sección 7), de 25 julio, (AC 2007\1864) “Sobre la valoración de la prueba, recordar al apelante que no debe confundirse la fuerza probatoria de un documento privado (art. 326 de la LECiv) con su valor probatorio (art. 334), sin que pueda impedirse valorar su contenido en relación con otras pruebas. Los documentos privados, aunque no fueren originales, pueden ser tenidos en cuenta a efectos de prueba, en tanto no se acredite su inautenticidad, sin que obste que se hayan impugnado, o no resulten reconocidos, siempre que en estos casos se valoren en relación con otros elementos de prueba (STS de 26 de febrero de 1998 [RJ 1998\964], 3 de abril de 1998 [RJ 1998\2385] y de 30 de julio de 1998 [RJ 1998\7845], entre otras). Y ello porque la impugnación de un documento privado por aquella parte a quién pueda perjudicar no priva al señalado documento de todo valor probatorio, lo contrario supondría dejar su validez y eficacia al exclusivo arbitrio de la parte a quién le sea desfavorable; pudiendo, por tanto, darse la debida relevancia probatoria a un documento privado siempre que en el proceso existan otros elementos de juicio susceptibles de ser valorados junto con aquél, conjugando así su contenido con el resto de la prueba, como así ha acontecido y se constata en el presente procedimiento. Lo mismo sucede con la valoración de la prueba testifical, en concreto con la del testigo Sr. Evaristo, respecto a la que no se comparte la opinión del apelante de que a la que la juez le ha dado la mayor relevancia. No puede pensar el apelante que la juez no haya tenido en cuanta todas las circunstancias manifestadas por el testigo citado en orden a sus relaciones con las partes y los hechos debatidos, pues la ponderación y valoración probatoria es ajustada alas reglas de la sana crítica y a criterios lógicos y racionales.” 

- La SAP de Madrid núm. 95/2007 Madrid (Sección 10), de 23 febrero, (JUR 2007\174565) hace un resumen, muy exhaustivo, de la jurisprudencia en cuanto a la valoración probatoria de los documentos públicos y privados.

- Resulta interesante la exégesis que del art. 326 hace la SAP  de Las Palmas de 12 de mayo de 2003 :“Resulta, pues, del mencionado precepto que se hace recaer sobre la parte a la que perjudique el documento privado la carga de impugnarlo expresamente, pues en otro caso se presumirá el reconocimiento de su autenticidad. De forma que: 1°) si la autenticidad del documento resulta probada tácitamente por la no impugnación por la parte a quien perjudique (artículo 326.1), o expresamente como resultado de la prueba de cotejo de letras o de cualquier otra que se practique (artículo 326.2,1), hará prueba plena en el proceso en los términos del artículo 319, es decir, tendrá la misma eficacia entre las partes que el documento público, esto es, el tribunal tendrá por ciertos no sólo las declaraciones entre las partes, sino también el hecho, acto o estado de cosas que documenten, así como la fecha y la identidad de los sujetos intervinientes; y 2°) cuando, impugnado el documento privado por la parte a la que perjudique, no pueda deducirse su autenticidad del cotejo o prueba practicada al efecto, o no se hubiere propuesto prueba alguna por la parte que lo haya presentado, dicho documento no queda privado automáticamente de toda eficacia probatoria, sino que en tal caso el tribunal lo valorará conforme a las reglas de la sana crítica, según el artículo 326. 2; se recoge así la doctrina jurisprudencial anterior, conforme a la cual la falta de reconocimiento de un documento privado no le priva automáticamente del valor probatorio que el artículo 1225 CC le asigna, pudiendo ser tomado en consideración, ponderando el grado de credibilidad que pueda merecer en las circunstancias del debate o complementado con otros elementos de prueba, pues la posición contraria supondría tanto como dejar al arbitrio de una parte la eficacia probatoria del documento (TS SS. de 23 de noviembre de 1990, 15 de marzo y 18 de noviembre de 1991, entre otras). “

- Respecto a las facturas, típicos documentos privados, podemos destacar dos sentencias del Tribunal Supremo: la STS núm. 973/2006 (Sala de lo Civil, Sección 1), de 5 octubre, (RJ 2006\6635) señala: “Las facturas sólo tienen valor cuando son aceptadas por el destinatario y en el presente caso han resultado avaladas en conjunción con las demás pruebas, y los documentos privados no resultan de este modo irrelevantes. (sentencias de 6-5-1994 [RJ 1994\3717], 29-3-1995 [RJ 1995\2333] y 28-11-1998 [RJ 1998\8782]).”; y la STS núm. 852/2005 (Sala de lo Civil, Sección 1), de 3 noviembre, (RJ 2005\7262) “Si bien es cierto que sólo las facturas resultan directamente determinantes cuando el destinatario las acepta expresamente, no es menos cierto que alcanzan la eficacia de los documentos privados, aún no reconocidos, cuando en conjunción con los demás medios probatorios se acredita el hecho que contienen, (Sentencias de 22-10-1992 [RJ 1992\8598], 26-11-1993 [RJ 1993\9140], 6-5-1994 [RJ 1994\3717], 29-5-1995 [RJ 1995\4197] y 28-11-1998 [RJ 1998\8782], entre otras muy numerosas) como ha sucedido en el presente caso.” 

- La SAP de Lugo núm. 244/2007 Lugo (Sección 1), de 29 marzo, (AC 2007\1324) señala: “la manifestación efectuada ante la administración de Hacienda en 1932, conforme al artículo 1.218 del Código civil (LEG 1889\27) haría prueba del hecho que motivó su otorgamiento y de la fecha de éste, pero nada más.”

- La SAP de La Coruña, de 23 de octubre de 2006 afirma: “el justificante de la transmisión del fax con el OK tiene valor probatorio de la remisión del mismo”.

- La STS de 27 de enero de 1987, (RJ 1987\358) concluye que la fuerza probatoria de los impresos está muy devaluada al no aparecer escritos ni firmados por persona alguna que por ellos resulta comprometida.

2.3.5.- Conclusiones.
De una examen de la jurisprudencia y de la normativa sobre la eficacia probatoria de los documentos públicos y privados podemos extraer las siguientes conclusiones:

1.- Conviene diferenciar nítidamente el concepto “fuerza probatoria” o eficacia probatoria (arts. 319, 326)  del de “valoración probatoria” o valor probatorio (art. 334).

Así, la eficacia o fuerza probatoria se refieren a la idoneidad, aptitud o capacidad de un documento en abstracto para surtir efectos probatorios, mientras que el valor probatorio se refiere a la concreta eficacia probatoria, para acreditar un hecho relevante del proceso, que tiene un documento determinado. 

2.- Los documentos públicos, así como los documentos privados admitidos, reconocidos, no impugnados, o cuya autenticidad haya sido demostrada por la prueba practicada, harán prueba plena conforme a los arts. 318, 319 y 326 de LEC de lo siguiente: a) Fecha de otorgamiento del documento; b) Identidad del fedatario y del resto de los intervinientes; c) Hecho, acto o estado de cosas documentado.

3.- En los casos anteriores, la única diferencia es que la fuerza probatoria de los documentos públicos alcanza a todo el mundo, es “erga omnes”, mientras que la de los documentos privados abarca únicamente a quienes los hubiesen suscrito y a sus causahabientes.

4.- La fuerza o eficacia probatoria de los documentos públicos o privados no alcanza a la veracidad intrínseca de lo manifestado: hacen prueba de lo que se ha dicho y de quién lo ha dicho, pero no de que sea cierto y verdad. 

5.- Los documentos públicos pueden ser impugnados en cuanto a su autenticidad, lo cual conlleva la afirmación de su falsedad con trascendencia penal.

6.-  La carga de la prueba de la falta de autenticidad corresponde, en el caso de un documento público, al impugnante. En el caso de un documento privado, impugnado por la parte a quien perjudique, el que lo  presenta tiene la carga de probar su autenticidad.  

7.-  La impugnación de un documento privado, sea original o copia, no le priva de fuerza o eficacia probatoria salvo que, practicada prueba, se demuestre su falsedad. En caso contrario, esto es, cuando no se proponga prueba por el que lo aporta o cuando propuesta y practicada no tiene un resultado concluyente,  se valorará conforme a las reglas de la sana crítica (libre valoración) y conforme al resultado de las demás pruebas practicadas (valoración conjunta).

2.4.- El principio de adquisición procesal en la prueba documental. ¿Cabe renunciar a un documento aportado e incorporado al proceso? 

El principio de adquisición procesal viene a establecer la regla de que el resultado de la prueba aprovecha a todas las partes con independencia de quien la hubiera propuesto o aportado. Así, según la STS de 22 noviembre de 2006 (RJ 2007\39) “Es doctrina admitida por esta Sala que los resultados de las actividades procesales son comunes para las partes, de modo que aportado un documento a un procedimiento por una de las partes, ambas pueden aprovecharse de su contenido. Por ello esta Sala destaca la libertad del juez para valorar la prueba practicada sin atender la concreta parte que la haya aportado (sentencias de 10 mayo 1993, 20 julio 1998 [RJ 1998\5846], 30 abril 2001 [RJ 2001\2039], 24 abril 2003 [RJ 2003\3532], 20 octubre 2003 [RJ 2003\8242], 27 diciembre 2004 [RJ 2005\1240] y 31 mayo 2005 [RJ 2005\4253]).

3º. En consecuencia, las partes litigantes no disponen de la valoración de la prueba practicada; su disponibilidad finaliza cuando proponen la prueba y solicitan su práctica. El resultado va dirigido al Juez, que es libre de valorarla de acuerdo con lo que estime adecuado.”

En definitiva, cabe deducir la consecuencia de que la parte, una vez que la prueba ha sido propuesta y practicada, no puede disponer de la misma. Así, resulta evidente que interrogado un testigo, si la parte que lo propuso no está conforme con su interrogatorio, no podrá renunciar al mismo y solicitar que su declaración no sea tomada en consideración. Cuestión distinta es que la parte, como sucede en ocasiones, renuncie a la prueba antes de practicarse (la posibilidad de desistimiento está expresamente contemplada en el art. 288 de la LEC) en virtud del principio dispositivo y de aportación de parte.

Ahora bien, y en relación con lo anterior, ¿cuándo despliega sus efectos el principio de adquisición procesal en el caso de la prueba documental?. Dos son las posibilidades: desde la unión del documento a los autos (admisión); o desde que la prueba documental es admitida. 

Dada la nítida diferenciación entre incorporación física e incorporación jurídica, considero que la parte podrá renunciar al documento mientras no se haya admitido como prueba, aun cuando ya obrara unido a las actuaciones. Esto, sin embargo, puede resultar perturbador, pues a diferencia de otras pruebas renunciables (como los interrogatorios o las testificales) que nunca habrán llegado a practicarse, la unión del documento a los autos y su presencia antes del momento de proposición de prueba, permite al juez tomar conocimiento de su contenido y formar un juicio de valor sobre las consecuencias del mismo. 

Finalmente, cabe señalar que si la contraparte, aportado el documento por la contraria, lo impugna o lo relaciona con los hechos impeditivos, extintivos o excluyentes de su contestación, aunque la parte que lo aportó retirara el documento, la contraparte que se apoyó en el mismo podrá proponerlo como prueba documental, solicitando su aportación al amparo del art. 328 de la LEC, entrando así en juego el principio de adquisición procesal. 
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